Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 19 minutos) 


Damos la bienvenida al señor Ministro interino de Economía y Finanzas, economista Mario 
Bergara, al Jefe de la Asesoría Macroeconómica, economista Fernando Lorenzo y al Director de 
Asuntos Tributarios, contador David Eibe. 


Queremos informar que el señor Ministro de Economía y Finanzas, contador Astori, solicitó al 
economista Bergara que lo representara en esta Comisión. En ese sentido, el Partido Nacional ha 
planteado su deseo de que, cuando finalicemos este ciclo de tratamiento de este proyecto de ley, 
concurra también el Ministro Astori; así lo hizo saber el señor Senador Abreu, en nombre de la Bancada 
del Partido Nacional. En consecuencia, haremos esta consulta al Ministro Astori una vez que esté en 
Montevideo. 


Por otra parte, hemos fijado una sesión extraordinaria para el próximo martes, a las 16 horas, 
para recibir a las delegaciones que han solicitado entrevistas, entre las cuales se encuentran 
numerosas gremiales que trabajan en el sector rural, tales como la Asociación Nacional de Productores 
de Leche, la Comisión Nacional de Fomento Rural, la Asociación Rural del Uruguay, la Federación 
Rural, las Cooperativas Agrarias Federadas, la Sociedad de Productores de Leche de Florida, la 
Asociación Nacional de Productores de Cerdos y la Confederación Granjera. Ese mismo día también 
recibiremos a la Asociación de Afiliados de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios, a la Agrupación de Profesionales y Asesores en Seguros y a la Sociedad de Productores 
Forestales del Uruguay. Dada la cantidad de delegaciones que recibiremos, es casi seguro que la 
sesión se realice en la Sala 17 del Anexo. 


Tiene la palabra el señor Ministro interino, economista Mario Bergara. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Como es sabido, en el mes de marzo presentamos al Parlamento el 
proyecto de ley referido a las modificaciones en el sistema tributario, que ha tenido un tratamiento en 
Comisión y en Sala, a través de la interpelación de la semana anterior, a nivel de la Cámara de 
Representantes. Se trata de un proyecto de ley que apunta a una reforma del sistema tributario y que 
procura una mayor equidad en la distribución de la carga tributaria del país. Se procura ser consistente 
con una mayor eficiencia del sistema y de la administración tributaria, así como de la eficiencia 
económica, dando adecuados estímulos al funcionamiento de la economía y promoviendo, de manera 
ordenada y racional, la creación de empleo y la inversión productiva en el país. 


Con esos objetivos se diseñó una propuesta que tiene como pilares principales, en primer 
lugar, la simplificación del sistema, eliminando un número importante de impuestos, algunos por su 
incompatibilidad con el nuevo sistema tributario y otros por la evaluación que se hace de ellos, ya que 
son ineficientes como elementos de incentivo y de recaudación a la vez. En segundo término, 
apuntamos a la racionalización de la base tributaria que procura reducir o eliminar un cúmulo de 
perforaciones del sistema, a fin de permitir racionalizar la carga tributaria con mayor transparencia. En 
tercer lugar, la introducción del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas que, obviamente, ha sido 
la vedette de la discusión pública. Por último, en cuarto término, una lógica de diseño, que llamamos de 
enfoque dinámico de responsabilidad social, apunta a tener las salvaguardas de que el nuevo sistema 
tributario va a tener la característica de la suficiencia, es decir, va a poder seguir recaudando los 
montos necesarios para que el Estado siga funcionando. Se trata de que, en la medida en que la 
recaudación pueda responder saludablemente al nuevo sistema tributario, se tenga una visión 
dinámica para seguir eliminando impuestos y reducir tasas impositivas en algunos tributos, así como 
también disminuir algunos impuestos del sector público y también otros que, por ejemplo, provocan 
desviaciones. 


Por lo tanto, esos son los cuatro elementos que operan como pilares de la reforma en 
procura de los tres objetivos que mencioné inicialmente. 


Una posibilidad operativa para continuar en esta reunión sería la de hacer un planteo 
detallado de los lineamientos finos del proyecto de ley así como de las modificaciones que hemos 
apoyado, que fueron aprobadas en la Cámara de Representantes, y la otra consistiría en quedar 
abiertos a las preguntas y a la discusión, en tanto los señores Senadores seguramente ya han de tener 
un cierto conocimiento respecto de esta iniciativa. En ese sentido, estamos a lo que el señor 
Presidente y los miembros de la Comisión determinen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No he consultado a los demás miembros de la Comisión, pero se me ocurre 
que podría haber un camino intermedio, que sería el siguiente. Sin entrar al trazo tan fino del proyecto 
de ley, podríamos desglosarlo en los grandes capítulos y lineamientos más generales para luego, una 
vez formuladas las preguntas, profundizar en algunos aspectos. Pienso que sería imposible llegar a 
ese nivel en una exposición de carácter general, dado que sería muy extensa y, probablemente, 
tediosa. Reitero que eso no obsta a que se pueda considerar algún aspecto más en detalle a partir de 
las consultas que formulen los miembros de la Comisión. Por ejemplo, el señor Senador Alfie se ha 
adelantado a transmitirnos una inquietud concreta. 


SEÑOR ABREU.- Agradezco el esfuerzo que hace el señor Presidente, pero es importante que, de 
alguna forma, quedemos librados a los planteos que cada Senador desee realizar. En ese sentido, me 
atrevería a hacer una primera pregunta de carácter general, con espíritu constructivo, como forma de 
romper el fuego. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, cambiamos el procedimiento y vamos directamente a las 
preguntas. 


SEÑOR ABREU.- En primer lugar, deseo dar la bienvenida al señor Ministro interino y a los integrantes 
del equipo económico. 


En segundo término, me gustaría hacer una reflexión de carácter general a fin de ubicar este 
proyecto de ley, que ha sufrido profundas modificaciones a nivel de la Cámara de Representantes. 
Indudablemente, la iniciativa original del Poder Ejecutivo no es la misma que aprobó dicho Cuerpo 
luego de intensos siete meses de negociación. Quisiera saber cuál es la idea que tiene le Poder 
Ejecutivo respecto a la relación entre el sistema tributario y el sector productivo nacional, en el 
concepto de producción nacional. Consulto si, realmente, queda en el ámbito de la reforma tributaria el 
concepto de neutralidad fiscal -que es defendido por muchos técnicos, académicos y prácticos, incluso 
dentro del propio Poder Ejecutivo- o hay otro que es el de las tan anunciadas políticas sectoriales. 
Concretamente consulto si dentro de esta política tributaria del Poder Ejecutivo se privilegia la política 
sectorial o la neutralidad tributaria. Posteriormente, es preciso analizar qué tratamientos diferenciales 
tiene la reforma, en el sentido de que existen sectores productivos, como es el caso del agropecuario y 
el industrial, que van a tributar el aporte patronal y a los que, por otro lado, se les va a agregar un 
elemento importante -que personalmente he destacado muchas veces- como es el de la devolución de 
impuestos. Más allá de la ingeniería de finanzas que se ha planteado en el ámbito del Ministerio de 
Economía y Finanzas la iniciativa implica, por lo menos, una reasignación de determinados recursos 
que, desde el punto de vista de las disponibilidades, puede afectar al sector productivo. A esto, 
debemos agregar otros temas que el sector productivo ha planteado con gran preocupación como es, 
por ejemplo, el relativo al gasoil. 


Estas consideraciones las he formulado a los efectos de introducir la siguiente interrogante: 
¿el sector productivo nacional es objeto de una política sectorial o solamente se apunta a la neutralidad 
fiscal y, por lo tanto, existe una visión distinta de la que entendimos que se proponía antes del año 
2005? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Obviamente, cuando se analizan las políticas públicas en general y la 
forma en que afectan o interactúan la inversión productiva y el empleo, es necesario ver los temas en 
su globalidad. Existen múltiples instrumentos de los cuales la perspectiva del sistema tributario en su 
conjunto representa sólo una, pero en el conjunto hay una serie de herramientas de carácter 
promocional que, obviamente, también interactúan con lo tributario ya que, en buena medida, los 
regímenes promocionales consisten en variaciones del tratamiento tributario para los proyectos 
seleccionados. 


Por nuestra parte, estamos convencidos de que el proyecto de reforma tributaria va a 
contribuir a la generación de inversión y de empleo, con lo cual se va a estar estimulando la producción 
nacional. Esto se sostiene en varios aspectos: en primer lugar, con una visión transversal en virtud de 
la cual, a través del análisis de los distintos sectores de la economía, se pueda estar estimulando con 
tratamientos fiscales favorables algunas actividades que tienen que ver con la calificación de los 
recursos humanos, la incorporación de innovación y tecnología, las certificaciones de calidad y la 
generación de empleo genuino. Sobre todo en los primeros casos -es decir en la innovación, calidad y 
calificación de recursos humanos- creemos que radica, de alguna manera, el corazón de los aspectos 
de la productividad empresarial y, por lo tanto, desde el punto de vista tributario y a nivel transversal 
para todos los sectores de la economía, se estaría dando un tratamiento fiscal favorable a aquellas 
actividades que apuntan a incrementar la productividad de las empresas y, en definitiva, a mejorar la 
competitividad de la producción nacional. 


A lo anterior, se suman otras variantes del sistema tributario como, por ejemplo, un 
tratamiento más benévolo desde el punto de vista fiscal para las rentas empresariales que son 
mantenidas en la empresa y reinvertidas, con un perfeccionamiento de los regímenes de reinversión y 
de autocanalización del ahorro, así como con una reducción del 17% de la tasa de aplicación del 
Impuesto a la Renta de las Actividades Empresariales, en los casos en que éstas no se distribuyan 
como dividendos. 


Al mismo tiempo, existen otros elementos de la reforma tributaria que también son 
consistentes con el impulso a la generación de empleo y de inversiones, en el abaratamiento de 
actividades como, por ejemplo, las del sistema financiero a través de la eliminación de los activos 
bancarios que operan, efectivamente, como un costo directo al crédito. En general, la carga tributaria 
en el sistema bancario se modifica de manera sustancial al eliminarse el Impuesto a los Activos de las 
Empresas Bancarias (IMABA) y el Impuesto de Control del Sistema Financiero (ICOSIFI), así como el 
Impuesto a las Tarjetas de Crédito (ITC), y también al incorporarse el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas en la cuota parte que corresponde a los depósitos. Hay que tener en cuenta que la 
tasa de contralor del sistema financiero no compensa lo que implica la reducción del IMABA que, 
realmente, representa un costo directo al otorgamiento del crédito. 


Otras medidas dentro de la reforma tributaria son también consistentes con el impulso que se 
quiere dar a la inversión y al nivel sectorial. Obviamente, hay una lógica de racionalización transversal 
y, por lo tanto, de alguna manera se está apuntando a una mayor homogenización del tratamiento 
tributario entre los distintos sectores, dado un “statu quo”, un punto de partida muy heterogéneo que no 
necesariamente tiene una explicación muy clara. Si bien históricamente cada medida y cada proceso 
tienen su razón y su explicación, cuando uno ve la fotografía, resulta bastante difícil explicar muchas de 
las asimetrías sectoriales. En este sentido, tenemos que hacer una reflexión que hemos realizado en 
alguna otra oportunidad, es decir, explicar cuál es la lógica con la que estamos operando con respecto 
a la devolución de impuestos indirectos -no vale la pena insistir sobre ello- ya que cada vez es menos 
razonable pensar en políticas públicas con un corte estrictamente sectorial, pero sí de promoción al 
proyecto y a las inversiones, y para eso también estamos trabajando en el perfeccionamiento de la 
normativa y en la implementación de los regímenes de promoción, como la Ley de Inversiones. No 
obstante, repito, cada vez es más difícil establecer límites a los sectores, es decir, precisar dónde 
empieza y dónde termina cada sector de actividad, y si uno visualiza, por ejemplo, cuáles son los 
principales rubros de exportación del Uruguay, va a ser muy difícil que alguien diga que esto pertenece 
al sector agropecuario, esto otro al de servicios, éste al industrial o al de comercio, porque 
seguramente tendrá un poco o bastante de todo. En general, se trata de rubros de base agropecuaria 
con procesamiento industrial, con abundante incorporación de servicios, de logística, de servicios 
financieros, etcétera y, obviamente, con aspectos comerciales involucrados. Por lo tanto, somos 
partidarios del impulso de las actividades que efectivamente se quieren promover y que creemos están 
en el núcleo de la productividad y la competitividad como la tecnología, la calificación de los recursos 
humanos, las certificaciones de calidad en términos de productos y procesos, y eso sí estimularlo a 
nivel transversal. 


Esa es la lógica con la cual se trabajó y, por lo tanto, apuntamos a una mayor homogenización 
del tratamiento tributario entre los distintos sectores, sobre la base de lo que decía anteriormente, 
insisto, en cuanto a que cada vez es más difícil poner límites a los sectores. En realidad, queremos 
impulsar la producción nacional en bienes y servicios de todos los sectores de la economía. Además, 


eso también facilita el trabajo de la administración tributaria, ya que de esta manera, en sentido amplio, 
tanto la Dirección General Impositiva como el Banco de Previsión Social, no tienen que pasarse meses 
discutiendo si un determinado “packing” pertenece al sector rural, industrial o de servicios. 


Esta no es una preocupación que se tenga por una cuestión filosófica, sino estrictamente 
tributaria. El hecho de que las distintas actividades tengan un tratamiento más homogéneo, también le 
va a facilitar la vida a la administración tributaria, porque se evita la posibilidad del aprovechamiento de 
las zonas grises por parte de los distintos sectores. Entonces, la filosofía es apuntar a una mayor 
homogeneización en el tratamiento tributario sobre esa base conceptual, teniendo en cuenta que 
realmente queremos impulsar actividades con calidad y especialización en todos los sectores de la 
economía. 


SEÑOR ABREU.- Estoy tratando de ir ubicando el tema por metodología. Obviamente, en su 
definición, es muy importante lo que se ha señalado por parte del Poder Ejecutivo, entre otras cosas, 
para aclarar su orientación y para que se despejen dudas, no sólo de la oposición, sino también en la 
propia Bancada de Gobierno. 


La otra pregunta tiene que ver con el hecho de que las empresas públicas dejarán de hacer 
aportes patronales e impuestos a las rentas. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Lo reducirán. 


SEÑOR ABREU.- Muy bien. ¿Esa reducción se va a ver reflejada en la reducción de tarifas? ¿Se 
asume ese compromiso o, simplemente, es un tema en el que la preocupación por los ingresos -que es 
legítima- se mira como parte del saldo de la reserva que pueda manejarse en el ámbito de las 
transferencias que hacen las empresas públicas a Rentas Generales? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Efectivamente, los aportes patronales significan una tasa del 7,5%, 
con excepción de las empresas financieras. Eso implica modificaciones en las tasas que hoy pagan, en 
particular, las empresas públicas. En algunas de ellas eso significa una reducción sustancial de las 
tasas del 24% y del 26,5% a tasas del 7,5%, y también hay una reducción de la tasa del Impuesto a la 
Renta, que del 30% va al 25%, que repercutiría en una menor carga tributaria para las empresas 
públicas. 


El Gobierno tiene el compromiso de trasladar, en esa visión del enfoque dinámico de 
responsabilidad fiscal, esta reducción de costos de las empresas públicas a las tarifas. Cuando recalco 
el “enfoque dinámico”, estoy diciendo que una de las cosas que se ha planteado hacer -una vez que 
tengamos la tranquilidad de que el nuevo sistema tributario va respondiendo en términos de 
recaudación- es trasladar esa reducción de costos de las empresas públicas a las tarifas. Por tanto, en 
este enfoque dinámico de medidas que se van a estar tomando a partir de que garanticemos la 
situación fiscal -creo que nadie tiene planteado que se reduzcan sustancialmente los ingresos públicos 
porque eso implicaría modificaciones en el funcionamiento del Estado- las tarifas públicas van a ir 
bajando en función de esa reducción de costos, así como bajará la tasa básica del Impuesto al Valor 
Agregado, ya que está planteado que se inicie en el 22%, pasando luego al 21% y al 20%. 


También está estipulada la eliminación de otros impuestos que, por esta misma razón, aún no 
se plantea su eliminación inmediata. Por ejemplo, el Impuesto a la Compra de Moneda Extranjera que 
también pagan las empresas públicas; la eliminación del impuesto a las empresas de seguros y del 
Fondo de Inspección Sanitaria. O sea, en la visión de que la recaudación responda saludablemente al 
nuevo sistema tributario, hay medidas adicionales que están comprometidas en la ley, como la 
reducción de la tasa del IVA, la eliminación del ICOME, el impuesto a las aseguradoras y el Fondo de 
Inspección Sanitaria. 


Asimismo, está el compromiso de trasladar a las tarifas de los servicios públicos los costos 
que se van reduciendo en materia de aportes patronales, del Impuesto a la Renta y del Impuesto a la 
Compra de Moneda Extranjera de las empresas públicas. Por consiguiente, el compromiso del 
Gobierno en ese sentido existe y los tiempos de su implementación lo irán dando los efectivos 


resultados de recaudación, de manera tal de garantizar que mantenga los niveles necesarios para que 
el Estado pueda cumplir las funciones que también tiene programadas en el marco legal de la Ley de 
Presupuesto. 


SEÑOR ALFIE.- Particularmente, no voy a hacer una disquisición filosófica, como dije, ni voy a dar los 
argumentos -porque me parece que están más que discutidos- sobre los aspectos en que coincidimos 
con la reforma y sobre la cuestión central en la que no estamos de acuerdo. Sólo quisiera realizar una 
aclaración sobre una afirmación que la respuesta reciente del señor Ministro interino de Economía y 
Finanzas, el economista Bergara, me ratifica. 


Concretamente, nosotros habíamos publicado -y estuvo colgada en varias páginas web, entre 
ellas la de mi sector político, durante mucho tiempo- nuestra afirmación de que la reforma recaudaba 
más, en base, fundamentalmente, a un acta de la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Representantes donde constaban las respuestas del señor Ministro y del señor Subsecretario a una 
serie de preguntas. Es más, estuvo colgada hasta la metodología del cálculo, y estaba demostrado que 
no había diferencias en la estimación de lo calculado; simplemente, había aspectos que expresamente 
se dijo no se habían calculado. 


Obviamente, el proyecto que se aprobó en la Cámara de Representantes es diferente al que 
ingresó, y allí hay un cambio que reduce en algo la recaudación; me refiero al que tiene que ver con los 
aportes de seguridad social de los servicios de la salud; pero quiero entregar al Gobierno el cuadro 
donde se explica por qué decimos que la reforma recauda más. Allí están especificadas, rubro por 
rubro, las pequeñas diferencias en las estimaciones, y las omisiones o lo que el Gobierno directamente 
declaró que no había considerado. Por ejemplo, se dijo que la recaudación del impuesto al patrimonio 
del agro no se podía calcular y que la tasa de control del sistema financiero estaba fuera del sector 
público; por mi parte creo que el Banco Central pertenece al sector público y su déficit o superávit 
integra las cuentas del sector público. 


Sobre el tema de las tarifas, que es un componente importante de la mayor recaudación - 
aunque no todo- las palabras del economista Bergara ratifican mi convicción. Las tarifas no van a bajar 
ahora; no se sabe cuándo, cómo ni en qué porcentaje. Reitero que la metodología de nuestros cálculos 
originales estuvo colgada en la página web y vamos a publicarla de nuevo para que se conozca, pero 
insisto en que no hay diferencias sustanciales; me gustaría entregar la información al Poder Ejecutivo y 
a la Comisión, para que se distribuya entre todos sus miembros. 


A su vez, hay algún cuadro del Poder Ejecutivo donde se habla de cómo mejorarían o 
empeorarían los deciles de hogares. También estuvo colgado en la página web nuestro cálculo, donde 
vemos diferencias en el sentido de que nos parece que con la información disponible hay que hacer 
demasiados supuestos para estimar el efecto del Impuesto a la Renta en función del Impuesto a las 
Retribuciones Personales sobre los deciles de ingresos. Nosotros lo quitamos totalmente porque, 
además, visto lo que decía el Poder Ejecutivo, no estaban estimados en ningún caso -ya que es casi 
imposible; habría que hacer más supuestos todavía- los efectos del traslado hacia adelante de los 
impuestos, en especial del relativo a los alquileres, que quizás sea el más fácil de trasladar hacia 
adelante y de hecho esto ya se está dando en los nuevos contratos. 


A su vez, la versión original tenía más efectos indirectos; por ejemplo, había una suba del 
boleto casi instantánea, que ahora se verifica en etapas, por dos motivos, y el aumento de la cuota 
mutual desaparece porque queda sólo el IVA y el incremento era por los aportes a la seguridad social. 
Entonces, nuestro cálculo, que casualmente coincide con el del Instituto de Economía de la Facultad 
de Ciencias Económicas, muestra que sólo tomando los impuestos indirectos -el IMESSA, el IVA y el 
COFIS, porque el IMESI, como casi no cambia, no fue tomado en cuenta; lo que importa en este caso 
es la diferencia y no el valor absoluto- prácticamente en todos los deciles la reducción de la carga 
tributaria es muy parecida. En realidad, es un poquito mayor en los deciles superiores por los bienes 
que bajan -sobre todo, por lo que baja el COFIS- y por los bienes que entran. 


Esta cuenta hecha aparte -es decir, esta baja- está sobreestimando un poco la baja de 
recaudación que está por el sistema IVA-COFIS, ya que es un 70% más, si se calcula este porcentaje 
sobre el total de lo que baja el IVA y el COFIS sobre el total de su recaudación. Es decir que hay una 


sobreestimación implícita, pero los cálculos nos dan a todos parecidos y no es porque la metodología 
empleada esté mal -es la única manera de hacerlo- pero, efectivamente, hay algo que sí está mal. La 
metodología indica que todo se traslada hacia el consumidor, cosa que no es cierta, y por ahí puede 
estar la diferencia. 


Quiero hacer una precisión adicional al cuadro anterior. 


Cuando en ese cuadro ponemos “estimación del Partido Colorado” hay algunos efectos que 
se van a dar al final del camino, no en el primer año. Por ejemplo, se pone el efecto pleno del IVA al 
boleto dentro de unos años, no en el primero. y el del IMESI al vino también tiene un efecto pleno que, 
como se sabe, tampoco es en el primer año. Hay dos cálculos importantes. Uno es el del IMESI a los 
vehículos gasoleros. Adelanto que tal como está elaborado, los vehículos a gasoil -sacando los 
transportes masivos como los camiones, ómnibus y tractores- representan el 30% del parque 
automotor, de los cuales dos tercios son utilitarios y un tercio vehículos de calle. Los vehículos 
utilitarios -que tienen la menor tasa de aumento- permanecen a gasoil ya que es muy difícil que pasen 
a nafta porque muchos de ellos se destruyen porque el motor no aguanta y, por ejemplo, algunos no 
pueden entrar en el campo ni en la ciudad ya que resulta difícil porque tienen mucho peso. Se supone 
que con el correr del tiempo todos los vehículos a gasoil que son de paseo, pasen a nafta. Entonces, 
en esto, hay una ganancia en la recaudación por la duplicación de la tasa del IMESI a los vehículos a 
gasoil; no tomamos la diferencia entre la tasa de los vehículos a gasoil y los que son a nafta, que 
quedaron igual. Hay una ganancia de recaudación que se va dando a lo largo del tiempo por el pasaje 
de un combustible que tiene menos impuestos a otro que tiene más. Esto es lo que se recoge de estas 
estimaciones y, reitero, los números se dan al final del Período, cosa que es menor. 


Voy a entregar a la Comisión los cuadros en el entendido de que los dólares que allí figuran 
corresponden al año 2005 y que para 2006 son muchos más. 


Quiero hacer algunas preguntas que considero importantes para entender el proyecto de ley, 
sin perjuicio de que en el análisis del articulado tengamos más dudas y, seguramente, debamos 
realizar más interrogantes al Poder Ejecutivo. 


Hay algo que me preocupa en la redacción -salvo que exista otra ley que lo determine, en 
cuyo caso sería bueno que esta ley tuviera una referencia a ella- y es el tema de cómo se tratan los 
dineros de una persona jubilada que recibe una renta vitalicia de una compañía de seguros. La 
interpretación que le he dado -lo he consultado con abogados- es que así como está la cosa, lo que se 
recibe de la AFAP paga el 12%. 


El artículo 33 dice: “Jubilaciones, pensiones y prestaciones de pasividades de similar 
naturaleza.- Las jubilaciones y pensiones que tendrán la condición de rentas comprendidas serán las 
servidas por el Banco de Previsión Social, el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas, 
la Dirección Nacional de Asistencia Social Policial, la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, la Caja Notarial de Seguridad Social 
y por cualquier otra entidad residente en la República, pública o privada, que otorgue prestaciones de 
similar naturaleza”. 


El punto está en que lo que se recibe por una AFAP no es una jubilación, sino una renta 
vitalicia, y ésta tiene otro tratamiento que es, directamente, como una renta al capital, al 12%. Eso es lo 
que dice la tributación sobre renta al capital de los seguros y, además, la interpretación que proviene 
de las fuentes que consulté. Ahora bien, hay dos tipos de rentas vitalicias: por un lado, la que surge a 
partir del ahorro de la AFAP en la cual el aporte estuvo exonerado y, por otro, la de una renta vitalicia 
que uno quiera tener, donde el aporte estuvo gravado, en cuyo caso va a convenir hacerlo en el 
exterior, para que no se grave dos veces, porque está gravado el ingreso bruto. 


Entonces, desde mi punto de vista, salvo que en alguna ley así se indique -en cuyo caso 
habrá que incluir la referencia para que quede claro que se trata de rentas al trabajo y para que a nadie 
se le ocurra decir que hay que pagar el 12 “flat”- habría que especificar que esta renta que brinda el 
seguro que se constituye a partir de los fondos provenientes de una AFAP, se asimila a una jubilación o 
a una pensión. 


En el otro caso -en el de las rentas vitalicias- habría que eliminar la doble tributación o, 
directamente, no gravarlas, porque de lo contrario se va ir todo al exterior. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- En primer lugar, vuelvo a insistir en la lógica del enfoque dinámico de 
responsabilidad fiscal. Muchos podemos tener estimaciones diversas de cuánto se va a recaudar. Es 
claro que cuando uno hace una modificación sustancial del sistema tributario, sabe perfectamente 
cuánto dinero deja de recaudar en el momento en que elimina el impuesto, pero tiene una mayor 
incertidumbre con respecto a cuánto va a percibir con los nuevos mecanismos. Es sano y saludable 
-además, esto tiene enfoques distintos- que haya diversas estimaciones sobre cuánto se va a recaudar. 


En el proceso de diseño del proyecto de ley, en el cual participaron profesionales con distintas 
experiencias y perspectivas había, como bien dijo el señor Senador Alfie, diversas estimaciones, 
porque se utilizaban supuestos diferentes. No hay una única forma de hacer las cosas, sobre todo 
cuando se involucran supuestos para las estimaciones. Incluso, en su momento, una misión del Fondo 
Monetario Internacional también tenía estimaciones propias con respecto a cómo sería la recaudación 
post reforma, en base al proyecto original. 


Nosotros enfatizamos en el siguiente aspecto. En ningún caso aquí hay una intención de 
incrementar la carga tributaria en términos de un ajuste fiscal, y ese compromiso se expresa 
explícitamente en la ley al plantearse que, en la medida que la recaudación responda, se van a seguir 
eliminando impuestos, se va a bajar la tasa del Impuesto al Valor Agregado y se van a reducir las 
tarifas de los servicios públicos. Es decir, se va a trasladar los menores costos de las empresas 
públicas a menores aportes patronales y menor Impuesto a la Renta. ¡Ojalá sean más adecuadas las 
estimaciones que implican una mayor recaudación con la reforma tributaria, porque eso nos va a 
permitir reducir los impuestos más rápidamente! 


Ese compromiso está escrito en el proyecto de ley y ha sido expresado por el Poder Ejecutivo, 
por el señor Ministro de Economía y Finanzas, tanto en la Comisión como en el transcurso de la 
interpelación, y lo volvemos a reiterar aquí. Creo que no tiene sentido discutir ahora supuestos de 
estimación -es decir, si nos va a dar $ 2 más o menos, $ 140:000.000 más o menos- porque en un 
terreno más técnico seguramente habrá diversas opiniones. El propio señor Senador Alfie reconoce 
que tiene elementos sobreestimados, sobre todo en la primera etapa de la implementación. 


Insistimos en el hecho de que acá no hay una intención de incremento de la carga tributaria; 
lo que sí hay es cautela, porque no podemos rifarnos recaudación y arriesgar que ciertas funciones y 
gastos del Estado, que ya están comprometidos en la Ley de Presupuesto, no puedan llevarse a cabo 
por una imprevisión o error de estimación. Los señores Senadores entenderán que debemos ser 
cautos en esa materia, pero esa cautela no puede congelar el sistema tributario, y es por ello que 
planteamos esto con un enfoque dinámico. Ello quiere decir que, reconociendo que somos cautos en 
nuestras estimaciones iniciales, asumimos el compromiso de que si nuestra recaudación responde 
mejor a lo estimado -ojalá así sea y que el señor Senador Alfie tenga razón- vamos a poder eliminar el 
ICOME, el impuesto a las empresas de seguros, el Fondo de Inspección Sanitaria, etcétera, así como 
bajar el IVA más rápidamente al 20% y reducir las tarifas de las empresas públicas aprovechando la 
reducción de aportes y de impuestos. 


Reitero: la idea no es discutir sobre supuestos y metodologías de estimación. Espero que se 
entienda que el Poder Ejecutivo tiene que ser cauto en estas estimaciones para poder garantizar el 
funcionamiento del Estado en los términos comprometidos. Insisto en el compromiso explícito en la ley 
en el sentido de que, una vez que los ingresos fiscales lo permitan, se van a seguir eliminando los 
impuestos y reduciendo las tasas. Si se diera el hecho de que la recaudación respondiera más 
enérgicamente al nuevo sistema tributario, seguramente este Parlamento va estar atento a que el 
Poder Ejecutivo tome las medidas del caso como para garantizar y cumplir este compromiso. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quisiera hacer una consulta acerca de la estimación. 


Aquí tenemos una primera, importante y apreciable diferencia: el Gobierno dice que va a 
recaudar menos de U$S 100:000.000, pero de los estudios aportados por el señor Senador Alfie se 
desprende que se recaudarían en más U$S 147:000.000. ¡Estamos hablando de una pequeña 


diferencia de U$S 150:000.000! En consecuencia, quisiera saber si es posible, de acuerdo con los 
estudios hechos por el equipo económico, que exista una diferencia tan importante. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Seguramente hay aspectos técnicos que a veces no son bien 
transmitidos o entendidos. 


Las estimaciones que nosotros presentamos, tanto en el proyecto de ley como en la 
reformulación a partir de las modificaciones en la Cámara de Representantes, son pasivas con 
respecto a la situación de datos del año 2005. En este sentido habíamos argumentado en Comisión, y 
también en la interpelación, que en realidad este déficit o estimación de reducción se basa en una 
estimación pasiva, pero entendíamos que el crecimiento de la economía en el año 2006 y la mejora de 
eficiencia de la administración tributaria, iba a permitir absorber esa diferencia. 


O sea, lo que está planteando el Poder Ejecutivo con respecto a temas de recaudación es que 
la reforma tributaria va a ser esencialmente neutra en términos de recaudación. Es decir, esta 
estimación pasiva con datos del año 2005, implica un déficit que va a ser absorbido por el 
funcionamiento de la economía y la mejora de eficiencia durante el año 2006. Por lo tanto, en el 
momento de implementación efectiva de la reforma en el año 2007, vamos a estar, esencialmente, 
empatados. Entonces, de acuerdo con el planteo del Gobierno, no es que con la reforma tributaria vaya 
a haber una sustancial caída de la recaudación, sino que va a ser esencialmente neutra porque 
entendemos que el déficit estimado podrá ser absorbido razonablemente con el crecimiento de la 
economía y con las mejoras de eficiencia de la administración tributaria. 


Reitero que reconocemos que se trata de estimaciones hechas con la cautela que 
seguramente los señores Senadores entenderán, debe tener el Poder Ejecutivo a la hora de hacer este 
tipo de propuestas. Asimismo, el señor Senador Alfie reconoció algunos aspectos de sobreestimación 
respecto de sus números por lo que, en ese sentido, se puede entender que las distancias no son tan 
grandes. Quizá el tema aquí no sea discutir sobre metodología de estimación o criterios con los cuales 
se estima la recaudación futura, porque es muy fácil saber cuánto se dejará de recaudar cuando se 
eliminan impuestos, pero no es tan sencillo saber cuánto se va a recaudar cuando implica una 
modificación de conductas en la sociedad. Contamos con impuestos -como el Impuesto a la Renta de 
las Personas Físicas- que no tienen en cuenta solamente cuánto son los ingresos y cómo se aplican 
las tasas, sino que también valoran algunos elementos de conducta que se deben estimar, y lo mismo 
sucede a nivel empresarial. 


En definitiva, reconocemos que nuestras estimaciones son cautas y, justamente, teniendo en 
cuenta esa cautela y la evolución de la economía en este año, entendemos que la reforma tributaria va 
a ser neutra en términos de recaudación. No obstante reitero el compromiso: si el señor Senador Alfie 
tiene razón -y ojalá que la tenga- y la recaudación del Estado se incrementa, inmediatamente eso va a 
transferirse en reducción o eliminación de impuestos en los términos previstos. 


SEÑOR RUBIO.- Advierto que, según lo que sostiene el equipo económico, la reforma tributaria tendría 
un efecto neutro y la diferencia estaría situada en esos U$S 147:000.000 que figuran en la tabla 
presentada por el señor Senador Alfie. 


Ahora bien; la mayor parte de lo que aquí aparece está concentrado en el supuesto de que no 
hay una reducción en las tarifas públicas, porque de los U$S 147:000.000 -si no entiendo mal- cerca de 
U$S 85:000.000 u U$S 86:000.000 correspondería a la no transferencia en materia de reducción de 
tarifas públicas. Creo que sobre eso se ha dado una respuesta en cuanto a cuál es la intención del 
Gobierno, pero no alcanzo a darme cuenta si los supuestos en cuanto al Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas acumulado, se refieren al impacto que tendría la acumulación de sueldos y 
pasividades que, según el señor Senador Alfie, sería de alrededor de U$S 24:000.000. Me gustaría que 
me explicaran cuál es el incremento del impuesto a la venta de inmuebles y campos, que estaría en el 
entorno de los U$S 20:000.000. ¿Esto está referido al texto? 


SEÑOR ALFIE.- Sí, señor Senador. 


En primer lugar, quiero decir que con el economista Bergara tengo una buena relación y me 
parece que no puede manifestar lo que me dijo, porque yo también puedo expresar cualquier cosa. 


En segundo término, digo que hemos sido sumamente cautos cuando hicimos las 
previsiones de recaudación en la Comisión de Economía y Finanzas del Partido Colorado y no 
cambiamos para nada la metodología; eso lo puedo asegurar. De los números que hemos hecho, hay 
que sacar U$S 20:000.000 del aporte del 7,5% de las IAMC al Banco de Previsión Social y el IMESI al 
vino, que son alrededor de U$S 9:000.000. Esas son las únicas diferencias. De todas maneras, el 
Poder Ejecutivo dijo el otro día que iba a recaudar U$S 100:000.000 menos. No comparto el argumento 
de que la mejora cierra la brecha, porque en realidad suben tanto los que van a bajar como los que van 
a entrar; en otras palabras, son los mismos los que suben que los que salen. Es verdad que la mejora 
de este año hace caer más la recaudación del IVA, del COFIS y de aportes, pero entran otros. O sea 
que, repito, no comparto el argumento de que eso cierra la brecha; podrá ser una brecha fiscal, pero no 
de otro tipo. 


En cuanto a las ventas de campos e inmuebles, se propone un impuesto del 12% sobre la 
diferencia, pero se puede optar por un ficto en todos los bienes adquiridos antes de la reforma. Esto 
involucra -según lo que está publicado por el Instituto Nacional de Estadística- a las ventas del año 
2005 sólo de Maldonado y Montevideo. Entonces, se puso un ficto sólo para esos dos departamentos y 
se aumentó un 10% para todo el país. Aclaro que con esta estimación también hemos sido muy 
conservadores. 


Con relación al tema de las tarifas, reitero que es cierto lo que dice el señor Senador Rubio: 
hay un poco más de U$S 80:000.000 sobre U$S 147:000.000 que hay en aquel caso y sobre 
U$S 120:000.000 -que es lo que quedará en definitiva- que responden a las tarifas de las empresas 
públicas. El año que viene va a aumentar la recaudación y las empresas empezarán a gastar más 
porque tendrán más plata. Todos sabemos lo que está pasando hoy en las empresas públicas en las 
que hay un sobregasto bastante importante con relación a los gastos de funcionamiento y en algunas 
de ellas hay tensiones en cuanto a inversiones que nadie sabe si son o no rentables; en muchos 
casos se puede presumir que no lo son, como sucede en ANCAP. Todos sabemos que esto tiene algún 
que otro bemol; entonces, después de contar con los recursos, no es tan fácil bajarlos. 


SEÑOR RUBIO.- La cifra que daba el señor Senador Larrañaga era un poco impresionante, porque 
una cosa es hablar de una diferencia de U$S 250:000.000 y otra de una diferencia de 
U$S 147:000.000, que se reduce a U$S 120:000.000, de los cuales U$S 86:000.000 corresponden a 
las tarifas públicas. Es decir que estamos hablando de diferencias que existen, pero que son de otro 
orden. Quería plantear esto como conclusión, porque lo demás es discusión sobre supuestos. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Reitero, para que no se siga induciendo a error, que si uno vuelve a 
leer la exposición de motivos del proyecto de ley, se aclara la naturaleza de esta estimación. El hecho 
de que la mejora de la economía y la mayor eficiencia anterior ... 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Lo que ocurre es que el señor Senador Larrañaga no escucha cuando 
uno le da una explicación. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Yo siempre escucho; estaba pidiendo la palabra para contestar una alusión 
del señor Senador Rubio. Yo lo escucho, más de lo que usted escucha, muchas veces, a la oposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Ministro interino no tiene inconveniente, le concedemos la palabra 
al señor Senador Larrañaga para que pueda contestar una alusión. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- De acuerdo, señor Presidente. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quiero decir que no doy por válida la definición que dio el señor Senador 
Rubio. El señor Ministro Astori dijo en la interpelación que la reforma tributaria dejaba al Gobierno con 
U$S 100:000.000 por debajo, y ahora se expresa que es neutra. El señor Senador Alfie trae una cuenta 
que indica que la reforma tributaria supone un incremento de recaudación para el Gobierno de 
U$S 147:000.000. Entonces, entre lo que dijo el señor Ministro de Economía y Finanzas en la 
interpelación y lo que expresa el señor Senador Alfie, más allá de las deducciones que ha hecho, 
tenemos U$S 250:000.000, en términos gruesos. 


Esta era la puntualización que quería realizar, más allá de que el economista Bergara 
exprese ahora que la reforma es cauta; él también queda al resguardo cuando dice que la estimación 
se hace con una enorme cautela. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Desde nuestra perspectiva quisiera volver a hacer la aclaración. Para 
ello, quiero remitirme a la exposición de motivos del proyecto de ley, donde figura la posición del Poder 
Ejecutivo. En dicha exposición de motivos se dice que “El conjunto de cambios propuestos en la 
presente ley no aumenta la presión tributaria global de la economía: el objetivo de la reforma no es 
recaudar más sino recaudar mejor”, y en el cuadro que figura a continuación de eso, se presentan las 
estimaciones de pérdidas y ganancias de recaudación realizadas por el Gobierno y se muestra una 
estimación del impacto en la recaudación que tendría cada uno de los cambios propuestos en el 
presente proyecto de ley. Allí puede observarse que los ingresos estimados resultantes de la reforma, 
son levemente inferiores a los actuales, diferencia que se entiende compensable por el efecto del 
propio crecimiento de la economía y por los resultados de la mejora en la eficiencia de la 
administración tributaria. Es decir que aquí no estamos diciendo algo que no se hubiera dicho en 
marzo, cuando se presentó este proyecto de ley. 


Esto se establece en la exposición de motivos pero, al parecer, no fuimos lo suficientemente 
claros -nosotros creíamos que sí- a la hora de explicarlo en la Cámara de Representantes. 


La idea, entonces, es que como estas estimaciones se hacen con la base de 2005, y entre 
ese año y 2007 -que es cuando comenzará a regir la reforma- hay un año en el medio y uno no puede 
asumir que no pasará nada -lo que está ocurriendo es que está creciendo la economía y mejorando la 
eficiencia de la administración tributaria- entendíamos que ese déficit estimado sería compensado, 
esencialmente, por estos dos efectos durante 2006, previo a la implementación de la reforma tributaria. 
Por eso, al decir que era compensable, estábamos señalando que considerábamos que la recaudación 
estimada iba a ser la misma que la actual o que la inmediatamente anterior a la entrada en vigencia de 
la reforma. 


SEÑOR MICHELINI.- El Gobierno estimó, en el peor escenario, una recaudación a la baja de 
U$S 100:000.000. Por su parte, el señor Senador Alfie plantea que la recaudación va a ser mayor. 
Confieso que estaría preocupado si los diferentes actores evaluaran una recaudación menor a la que 
estima el Gobierno, porque en ese caso estaríamos actuando con irresponsabilidad. Si se nos dijera 
que con esta reforma vamos a recaudar U$S 300:000.000 menos en lugar de U$S 100:000.000, 
insisto, nos encontraríamos en una situación de irresponsabilidad. Entonces, cuando se nos indica que 
vamos a recaudar más, lo que contestamos es que ese monto lo vamos a trasladar a una baja en los 
impuestos. A nuestro juicio, el razonamiento está bien. Personalmente, la crítica que me afectaría es 
que dijeran que vamos a recaudar mucho menos. 


Si se llega a recaudar más -que desde el punto de vista fiscal implica un escenario más 
holgado- el Gobierno trasladará ese dinero a los precios, bajando más el IVA o, por ejemplo, las tarifas 
de las empresas públicas. Ante esto se nos señala que tengamos cuidado porque las empresas 
públicas son parte importante de esa mejora de recaudación y estarían apropiándose indebidamente 
de ese monto. En ese caso, tendremos que estar vigilantes, como también deberíamos estarlo si se 
reduce el IVA -aunque sea en un punto- y las empresas comerciales e industriales mantienen los 
precios sin atender esa rebaja en la presión tributaria. Si ellos tienen un precio al que agregan el IVA, 
cuando éste baja deberían tomar el IVA nuevo y no el que se tenía. En definitiva, si los supuestos que 
se están tomando indican una mejora de recaudación, los trasladaremos a los precios. 


SEÑOR ALFIE.- Creo que no vale la pena seguir discutiendo sobre esto. Si el Poder Ejecutivo dice que 
va a recaudar U$S 100:000.000 menos -en un principio hablaba de U$S 73:000.000 menos- pero con 
la mejora de la eficiencia de la economía se compensa esa diferencia, estamos frente a un análisis 
aparte, porque con nuestros datos y una mejora en la economía, vamos a recaudar bastante más. 
Nosotros tomamos sólo esto -le podemos sacar, si queremos, lo relativo a las empresas públicas y 
demás- pero eso juega para los dos lados. Concretamente, la diferencia que hay que comparar es 
entre los U$S 58:000.000 menos - si bien originalmente se hablaba de U$S 73:000.000, al quedar el 
Impuesto al Patrimonio hubo que sumarlo- y la cifra que nos da en 2005. Entonces, todo lo demás se 
podrá compensar o no, pero no reduce la diferencia, porque se trata de factores separados. 


En realidad, aclaro que prefiero que se me contesten las otras preguntas que formulé, porque 
sobre este punto podemos discutir eternamente sin llegar a una conclusión. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Como síntesis de lo dicho, podemos establecer, desde la propia 
presentación del proyecto de ley, que se trata de una iniciativa que plantea una esencial neutralidad en 
la recaudación y, tomando en cuenta esos mismos criterios, la estimación del señor Senador Alfie 
quizás sería de más de U$S 200:000.000. Concretamente, la respuesta a la pregunta formulada es que 
ojalá sea así, porque de esa manera la sociedad verá cómo este Gobierno cumple con la rebaja 
impositiva y de tarifas de servicios públicos comprometida. 


SEÑOR HEBER.- No quiero prolongar la discusión y, además, aclaro que estoy de acuerdo con las 
reflexiones que han realizado tanto el señor Senador Alfie como nuestro invitado. No obstante, consulto 
si lo que se acaba de plantear podría establecerse expresamente en el proyecto porque, a mi juicio, la 
redacción de la reforma es vaga y no nos da garantías sobre el punto que estamos tratando. Me 
gustaría saber si es posible lograr un entendimiento para establecer ese aspecto en forma clara, 
porque precisamente de eso se trata el trabajo que estamos realizando. Con respecto a este tema 
contamos con un proyecto que han presentado los representantes nacionales que me parece resulta 
más claro en su redacción que la reforma tributaria. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- A nuestro entender, el proyecto de ley es claro cuando plantea la 
facultad del Poder Ejecutivo en el sentido de que, una vez que los ingresos lo permitan, se eliminen los 
Impuestos a la Compra de Moneda Extranjera, a los Ingresos de las Entidades Aseguradoras y para el 
Fondo de Inspección Sanitaria, y luego, en lo que tiene que ver con impuestos indirectos, se haga 
efectiva la reducción de la tasa básica de IVA al 21% y al 20%. En virtud del razonamiento que 
hacemos, no es factible establecer una fecha para concretar esas iniciativas, porque ello dependerá, 
justamente, de la evolución de la recaudación. Tampoco podemos tener una certeza como para afirmar 
que si se sube determinada relación en tanto, se rebaja tal tasa o impuesto, porque la dinámica de 
estos asuntos no es perfecta como para poder evaluar esa situación. No obstante, sí está claro que el 
proyecto de ley establece que si los ingresos fiscales lo permiten, el Poder Ejecutivo procederá en el 
sentido indicado. En definitiva, ese es nuestro planteo. Por ejemplo -en esto me asiste el contador 
Eibe- con respecto a la tasa de IVA, el proyecto dice: “El Poder Ejecutivo reducirá gradualmente la tasa 
básica del tributo hasta alcanzar el 20% (veinte por ciento) cuando los resultados de la aplicación de la 
presente ley aseguren el cumplimiento de los compromisos presupuestales asumidos en relación al 
resultado fiscal”. 


Tan cierto es nuestro compromiso en este sentido, que además hemos agregado una cláusula 
por la cual se quita al Poder Ejecutivo la capacidad de bajar y subir dicha tasa, porque se expresa lo 
siguiente: “Toda vez que se produzca una reducción de la referida alícuota, la misma no podrá volver a 
aumentarse salvo que medie autorización legal”. Quiere decir que una vez que el Poder Ejecutivo bajó 
del 22% al 21%, o del 21% al 20% el IVA, si considera que debe efectuar un aumento en esa tasa por 
razones de la evolución de la economía o por lo que sea, debe volver a solicitar al Parlamento que vote 
el aumento impositivo. Quiere decir que el compromiso es claro en el sentido de que el Poder Ejecutivo 
reducirá la tasa del IVA y, a su vez, cada vez que disminuya la alícuota perderá la capacidad de llevarla 
al nivel de la tasa original planteada en el proyecto. 


En definitiva, consideramos que esto debe interpretarse como un compromiso firme por parte 
del Poder Ejecutivo y, además, que el texto propuesto lo asegura. 


El señor Senador Alfie también nos consultaba acerca de un caso específico referido a las 
rentas vitalicias que no están asociadas al régimen de seguridad social a través de las administradoras 
de fondos de pensión; en ese sentido, solicitaría que el contador Eibe pueda aclarar ese punto. 


SEÑOR ALFIE.- Con una renta vitalicia contratada con una compañía de seguros sucede lo mismo que 
con los fondos complementarios de seguridad social, en el sentido de la doble tributación. Creo que, en 
ese caso, se asimila a una renta al trabajo y entraría por renta de persona física. Después de hablar 
con varias personas, me confirmaron que las rentas provenientes de los fondos complementarios son 
rentas del trabajo -tal como está definido en el artículo 33- pero tienen doble tributación porque no se 
permite descontar el aporte al fondo complementario de la base para deducir el Impuesto a la Renta. 


SEÑOR EIBE.- Los planteos del señor Senador Alfie son atinados en este sentido, pero entendemos 
que tienen una razonable base en la ley. En primer lugar, respecto al tema de los aportes a los fondos 
de ahorro provisional y la consecuente prestación que esos fondos realizan a quienes se retiran, 
entendemos que en el artículo 33 de este proyecto está contemplado cuando, al establecer la 
definición genérica de jubilaciones, pensiones y prestaciones de pasividades de similar naturaleza, se 
incluye dentro del ámbito objetivo de la norma a las prestaciones que otorga el Banco de Previsión 
Social y luego se enumeran una serie de instituciones de previsión social, para terminar diciendo: “y 
por cualquier otra entidad residente en la República, pública o privada, que otorgue prestaciones de 
similar naturaleza”. 


Si leemos esto coordinadamente con el artículo 38, que establece las deducciones que se 
pueden realizar para la determinación de la base imponible del Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas, vemos que, además de los aportes jubilatorios al Banco de Previsión Social, se pueden 
deducir los aportes a las sociedades administradoras de fondos de ahorro provisional. Entonces, desde 
nuestro punto de vista, se puede interpretar razonablemente -eso lo recogerá la reglamentación- con 
bastante claridad -ya que de la propia ley se desprende- que esas son rentas de trabajo. 


SEÑOR ALFIE.- Quisiera saber si se podría aclarar directamente, porque como es un decreto, la 
argumentación después se cambia. En ese sentido, se podría señalar que las rentas provenientes del 
seguro vitalicio contratado a partir de la acumulación de su saldo en las cuentas individuales de la ley, 
etcétera, integran rentas de trabajo. Con eso estamos seguros de que no hay doble tributación y de 
que es una renta del trabajo. 


También integré el Poder Ejecutivo y sé que a veces se cambian los criterios. Lo han hecho 
en varias oportunidades; es más, en esta Administración ha habido cambios de criterio de tributación 
por concepto de seguridad social y la Dirección General Impositiva está queriendo hacer cosas para 
atrás; incluso hay una norma específica por un problema actual que se interpreta, que no recuerdo cuál 
es, pero que pienso que va a generar un lío importante. Ese es un cambio de criterio en la 
interpretación y después se corre riesgo. 


SEÑOR EIBE.- Entendemos que en este caso la norma con esa disposición residual que refiere a 
entidades públicas o privadas que otorguen prestaciones de similar naturaleza, cubre con bastante 
claridad el problema planteado pero, obviamente, son cuestiones opinables. 


Por otro lado, se hacía referencia a otro tipo de prestaciones que son de naturaleza diversa y 
que tienen que ver con las colocaciones que un individuo puede hacer llegada determinada edad, 
como obtener una renta vitalicia que no está vinculada a estas operaciones con los fondos de ahorro 
previsionales. En ese caso, a nuestro juicio, se trata de rendimientos del capital; no son rentas de 
trabajo porque no tienen ningún vínculo con la actividad laboral, ya que sencillamente es una 
colocación. Desde nuestro punto de vista, si son rendimientos de capital, debemos ir a la definición que 
establece la propia ley en materia de rendimiento del capital mobiliario, ya que expresa lo siguiente: 
“Constituirán rendimientos del capital mobiliario, las rentas en dinero o en especie provenientes de 
depósitos, préstamos y en general de toda colocación de capital o de crédito de cualquier naturaleza, 
con excepción de las originadas en las participaciones en el patrimonio de los contribuyentes del 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas y del Impuesto a la Enajenación de Bienes 
Agropecuarios”. 


Entonces, lo que vamos a tener en una colocación de esa índole es, obviamente, la parte 
principal -que es la colocación que el individuo hace- y la del rendimiento; lo que grava el Impuesto a la 
Renta a las actividades de la persona física, en la cédula del capital, es el rendimiento del capital y no 
la colocación principal. Si lo que grava es el rendimiento, entonces, mal puede gravarse todo el retiro 
que hace el individuo al final del ejercicio porque, en rigor, ese ingreso bruto comprende la devolución 
del capital invertido y, además, el rendimiento. Lo que deberá establecerse es la forma en que se 
cuantifica ese rendimiento, habida cuenta de que, en general, estas colocaciones suelen incluir un 
seguro de vida, o sea, lo que técnicamente se conoce como un total mixto. Separadas ambas 
prestaciones, lo que se gravará será la parte del rendimiento por el capital aportado que, expuesto 
durante cierto período en determinado tipo de carteras de inversiones, va a generar esa renta vitalicia. 


SEÑOR ALFIE.- No entendí eso de la lectura y voy a leer el literal B) del artículo 16: “Las rentas 
vitalicias o temporales originadas en la inversión de capitales, salvo que hayan sido adquiridas por el 
modo sucesión, los rendimientos de capital originados en donaciones modales, y las rentas derivadas 
de contratos de seguros, salvo cuando deban tributar como rentas del trabajo”. 


Entonces, si constituyo, si aporto a una compañía de seguros y luego me retiro, acá lo que se 
dice es que se grava la renta vitalicia, la cual incluye el capital y los intereses, y estos últimos, en 
realidad, se forman de otros intereses que ya fueron gravados por la tasa liberatoria, o en parte 
gravados y en parte no, según la inversión que se haya hecho. Por tanto, desde mi punto de vista, esto 
habría que exonerarlo directamente y nos evitaríamos todos los problemas. 


SEÑOR EIBE.- Esto existe en la legislación comparada para otras situaciones. A veces, lo que se 
desgrava es el aporte y después se grava la renta vitalicia o viceversa. No todas las soluciones son 
iguales. De todas maneras, entendemos que esto hay que mirarlo en el contexto de toda la definición 
del artículo 16 y, por lo tanto, de esa renta vitalicia lo que se debería gravar -y creo que la 
reglamentación debe recoger eso- efectivamente, es el rendimiento incluido en la renta vitalicia y no la 
totalidad de ella. Pero, eventualmente, entendemos que eso podría ser objeto de alguna norma 
reglamentaria. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Quizás lo que lleve a confusión sea la utilización de la palabra “renta” 
en dos sentidos distintos. La renta vitalicia, en el sentido del mercado de seguros, es una cosa, y otra 
cuando hablamos de renta como sinónimo de rendimientos. Quizás eso induzca a confusión. 


Obviamente, compartimos lo planteado por el contador Eibe en cuanto a que lo que está 
estipulado es gravar los rendimientos y, como bien se decía, esperamos que la reglamentación refleje, 
justamente, eso. 


SEÑOR EIBE.- En tercer lugar, con respecto a la duda que se planteaba con relación a la eventual 
doble imposición sobre los aportes a los fondos complementarios de seguridad social, quiero señalar 
que en el literal A) del artículo 38, dentro de las deducciones, se establece que son deducibles, entre 
otros, los que se realicen a “las Sociedades Administradoras de Fondos Complementarios de 
Previsión Social (Decreto-Ley N* 15.611, de 10 de agosto de 1984), según corresponda”. 


SEÑOR HEBER.- Me parece más práctico el sistema de que cada orador agote sus preguntas, porque 
muchas de las consultas que pretendíamos hacer venían siendo planteadas por el señor Senador Alfie; 
pero, en todo caso, quizás algunas de las que yo formule, coincidan con las que pretendía hacer el 
señor Senador. 


Por nuestra parte, queremos hacer algunas consideraciones generales sobre el proyecto de 
reforma tributaria y por supuesto que no podemos evitar entrar en alguna evaluación del Poder 
Ejecutivo respecto al impacto de la reforma. 


Sabemos que durante mucho tiempo se ha discutido en el país si es mejor un sistema de 
impuestos directos o de impuestos indirectos. Particularmente, he escuchado muchas versiones y 
conozco muchas bibliotecas de uno y otro lado, pero lo cierto es que esta reforma no cambia la 
ecuación actual, sino que sustancialmente mantiene la mezcla de impuestos directos e indirectos. Aquí 


no tenemos una orientación, un pronunciamiento o una elección por parte del Poder Ejecutivo en una u 
otra dirección, lo que no deja de ser una buena definición, porque tradicionalmente habíamos 
escuchado decir que los impuestos directos son más justos y también realizar consideraciones por las 
cuales se criticaba la estructura tributaria que teníamos. Sin embargo, han gobernado blancos, 
colorados, ahora le toca al Frente Amplio, y parecería que esta estructura no se va a modificar. Es decir 
que el Uruguay termina por consolidar un sistema mixto, lo que me parece una buena decisión, sin 
perjuicio de que el impacto de los impuestos y su instrumentación sea otro tema. 


Vemos que el Poder Ejecutivo, desde que el proyecto comenzó a tratarse en la Cámara de 
Representantes, viene insistiendo en tres conceptos básicos: concretamente, se sostiene que la 
reforma trae equidad, simplifica y promociona las inversiones. Sin embargo, nosotros no apreciamos 
claramente que esto sea así. Por supuesto que no es un tema para discutir en este momento, pero por 
ejemplo, con relación al tema de las inversiones, observamos que el proyecto grava los ingresos 
brutos, las ganancias de capital, los alquileres y las explotaciones agropecuarias, pero por otro lado, 
desgrava la colocación de papeles públicos. Esto, a nuestro juicio, desestimula las inversiones. 
Entonces, nos gustaría que el equipo económico nos explicara en qué se basa para afirmar que este 
proyecto promociona la inversión, y sobre todo la inversión productiva, cuando nos señala un camino 
lleno de impuestos, en el caso de que alguien elija realizar una inversión productiva, y un camino 
bastante desgravado si opta por papeles públicos, porque los papeles privados están gravados. 


Por otro lado, cuando se habla de la renta empresarial y del sector agropecuario, hay una 
facultad, que a nuestro juicio es inconstitucional, por la cual el régimen de aportes previsionales queda 
para ser establecido por parte del Poder Ejecutivo. Nos gustaría que el equipo económico nos 
comentara por qué no se trae una propuesta concreta, de modo de poder saber cuál es el nivel previsto 
de aportes previsionales y del Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE), porque en 
muchos de estos casos la imposición no se sabe calcular bien. ¿Qué pasa con los regímenes de 
excepción que existen hoy, como es el caso de la forestación? No se sabe cuál va a ser. 


En lo que tiene que ver con el llamado Impuesto a las Rentas de las Personas Físicas vamos 
a realizar algunas consideraciones políticas, pero que pretendemos se desarrollen en el Plenario y no 
en este ámbito. Durante las campañas electorales hubo algunas coincidencias de nuestra fuerza 
política con la que gobierna en cuanto a la necesidad de simplificar y reducir impuestos y, a veces, 
hablábamos hasta de los mismos impuestos. Una de las coincidencias fue la eliminación del Impuesto 
a las Retribuciones Personales. Reitero, su eliminación; todos estábamos contestes de que se lo 
debería eliminar. Algunos sectores durante la campaña electoral hablaban del Impuesto a la Renta; es 
el caso de la fuerza política que está gobernando y de nosotros también, ya que no nos negábamos a 
su estudio, e incluso lo planteamos como una de las posibilidades. 


Hay muchos sectores de la población que no imaginaban que podían ser factibles de 
imposición, porque cuando se hablaba de este Impuesto a las Rentas de las Personas Físicas se decía 
que era para quienes excedían algunos ingresos que podían generar el concepto de renta. No creo que 
con el piso que se está poniendo de $ 7.400 -si se ingresa el Salario Vacacional y aguinaldo 
estaríamos hablando de ingresos mensuales de $ 6.540- alguien en este país pueda decir que esa cifra 
genera renta. Entonces, nos gustaría que el Poder Ejecutivo explicara cómo el piso se fue tan al piso - 
valga la redundancia- cuando el entendido era que dicho impuesto se establecería para quienes 
excedían, por lo menos, la canasta básica familiar, es decir, los $ 29.000. Reitero que nos gustaría 
escuchar el comentario del Gobierno en este tema. 


El proyecto sobre el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas afecta a muchos sectores 
que, básicamente, a nuestro juicio son los de clase media. Afecta a los profesionales; sustancialmente 
a todos los trabajadores que perciban ese ingreso, y sobre todo a aquellos que estén por encima de los 
$ 24.000; a los intermediarios; a la construcción y a la venta y alquileres de inmuebles. ¿El Poder 
Ejecutivo ha evaluado el impacto que significa, sobre todo, en la construcción, en la venta y en los 
alquileres de inmuebles y cómo puede reaccionar el mercado? 


Uno de los datos que tenemos en la actualidad es que el mercado de la construcción está 
realmente detenido; se están terminando las obras que se venían generando en el pasado y que, en 
función de la reforma tributaria, no hay señales de que exista voluntad alguna para nuevos 
emprendimientos. Entonces, puede ser una mala consecuencia -que estoy seguro el Gobierno no 


busca- pero puede darse como reacción del mercado, es decir que se detenga la construcción en el 
país. Además, se viene generando desconfianza en las inversiones sobre todo de capitales -que se 
lograba de una manera especial- generando un efecto negativo. 


Por otro lado -para tratar de resumir una serie de interrogantes que tenemos sobre el impacto 
que va a generar sobre la economía en general- me gustaría saber si el Poder Ejecutivo evaluó este 
cambio de las reglas. Mucha gente ha invertido en el país en base a una serie de garantías sobre la 
situación impositiva y hoy las reglas cambian sustancialmente. ¿El Poder Ejecutivo ha evaluado no 
solamente la posibilidad de que haya más inversión, sino también la contraria, es decir, que se 
experimente una huida de capitales, a lo que se cambia las reglas de juego, tal como está ocurriendo 
en esta reforma tributaria? 


Por otra parte, estamos estudiando una reforma tributaria que hace meses está en la Cámara 
de Representantes. Algunos de nosotros venimos siguiendo esa discusión y pretendemos dar y tener la 
posibilidad de sostener una igual -éste es un Parlamento bicameral- sin pausa pero con la misma 
intensidad que se analizó en la otra Cámara. Ahora bien, percibimos que al mismo tiempo que estamos 
estudiando esta reforma, existen otras iniciativas del Poder Ejecutivo que la perforan. Me explico. 
Acabamos de votar un proyecto de ley, que espero se detenga en la Cámara de Representantes, 
porque la justificación residía en que no se había establecido aún la reforma tributaria. A través de ese 
proyecto se destinan recursos al Instituto Nacional de Colonización con un Impuesto a las 
Transmisiones Patrimoniales adicional. Entonces, de tener este instrumento y contando con las 
mayorías en las Cámaras -como ya se sabe que cuenta- ¿insistirá el Poder Ejecutivo con estos otros 
proyectos que perforan la propia reforma tributaria? 


Sin embargo, no es la única perforación. Ha habido entendimientos en lo que respecta al 
aumento a los camioneros, sobre la posibilidad de que descuenten el IVA, que se les cambia por el 
IMESI. ¿Es eso parte integrante de una nueva perforación? A nuestro juicio, ello genera 
complicaciones a la reforma. ¿Qué va a pasar, por otra parte, con el boleto y con el aumento de los 
impuestos al gasoil, lo cual significa un traslado? 


Lo cierto es que tenemos una reforma que busca dar simplicidad y organización lo cual, 
aunque no coincida con su contenido, me parece que es un buen logro. Aunque podamos discrepar 
con relación a los ingresos y a los impuestos a la renta bruta, me parece bien que sea simple; pero, al 
mismo tiempo que se está estructurando y presentando esto, el Gobierno lo perfora. Eso genera 
incertidumbre. ¿Se va a ordenar el propio Gobierno? ¿Vamos a incluir todo en esta reforma y a traer 
esos impuestos de modo tal que sea parte de una estructura única? De lo contrario, vamos a seguir a 
lo largo de este Período perforando esta reforma, lo que me parece grave. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- En primer lugar, a título de reflexión con respecto al tema de la 
utilización de impuestos directos e indirectos, creo que lo planteado por el señor Senador es razonable. 
Todas las estructuras tributarias del mundo implican una combinación de impuestos directos e 
indirectos, porque todo sistema tributario debe mantener equilibrios, entre los cuales está el de cumplir 
objetivos de equidad, eficiencia y estímulo, con objetivos de aplicabilidad y de capacidad recaudatoria. 
No todos los impuestos tienen los mismos atributos: algunos son más justos o aportan más al tema de 
equidad, pero pueden ser más complicados de aplicar o de menor capacidad de recaudación, y otros 
tienen la virtud de contribuir a la recaudación pero, de pronto, no tienen componente de equidad. Es 
decir que la mezcla de impuestos debe evaluar los objetivos del sistema tributario de manera 
equilibrada, de forma tal de que se procuren los objetivos con capacidad razonable de aplicación, 
dando satisfacción a la recaudación necesaria para el funcionamiento del Estado. Eso lleva a distintas 
mezclas de impuestos, directos e indirectos. 


Creemos que con la reforma hay un avance de los impuestos directos sobre los indirectos, 
en una proporción que nos hubiera gustado que fuera mayor, pero dadas las restricciones de 
aplicabilidad y de capacidad de recaudación fue lo que, de manera equilibrada, apuntamos a hacer. 
Además, recordemos que la estructura del IVA con tasas cero, mínima y básica no es tampoco la peor 
de los impuestos indirectos desde la perspectiva de la equidad, porque también hay una contribución a 
la equidad por estructuras diferenciales de tasas en impuestos indirectos; no como en el caso de que 
se utilizara una tasa única, indiscriminada del IVA, en donde las bondades están por el lado de la 
capacidad y la facilidad de recaudación, pero no hay una contribución al objetivo de equidad. 


SEÑOR ALFIE.- Eso estaba desde antes. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Ahora el diferencial es mayor; es decir, la rebaja de la tasa mínima es 
más firme que la planteada para la tasa básica, con lo cual la misma estructura de varias tasas se 
parametriza de manera diferente y hay una mayor contribución a la equidad en el sistema propuesto. 


Con respecto al tema de estímulos a la inversión productiva, en la intervención inicial y a 
partir de la consulta del señor Senador Abreu, nos extendimos en la mención de una serie de medidas. 
Estamos convencidos de que la estructura de incentivos que implica el nuevo sistema tributario, 
habiendo mitigado sustancialmente toda una serie de perforaciones, es más consistente en lo que hace 
al estímulo de la inversión productiva y a la creación de empleos. Creemos que asociar esto con la 
exoneración -que estaba desde antes, porque la deuda pública siempre estuvo exonerada- no tiene 
una relación, y ello tiene varias explicaciones. En primer lugar, desde el punto de vista fiscal, es cobrar 
impuestos que, en última instancia, los termina pagando el propio Estado, porque se trasladan al 
emisor y, en segundo término -lo que aún es más importante- el Estado tiene deuda pública emitida en 
mercados internacionales, con legislación internacional, y una modificación impositiva para deuda ya 
emitida con contratos internacionales implicaría una violación de esos contratos y, por lo tanto, 
generaría problemas desde ese punto de vista. Entonces, no tiene la virtud de la recaudación ni la 
virtud de hacernos la vida más fácil. 


SEÑOR ALFIE.- Viola el contrato. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Viola las condiciones de colocación original, y eso sí implica un 
cambio en las reglas de juego. 


SEÑOR ALFIE.- Desde épocas inmemoriales, todos los contratos de deuda dicen que cualquier 
impuesto que recaiga sobre el capital o sobre los intereses será de cargo del Estado uruguayo. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Con más razón; sería absurdo cobrar y pagar uno mismo. Es una 
forma sutil de garantizar que no va a haber un impuesto. 


SEÑOR ALFIE.- Si no, no se colocaría nada. 
SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Exacto. 


El tercer tema al que hacía referencia el señor Senador Heber tenía que ver con algunos 
aspectos que están planteados para ser definidos en la reglamentación. Obviamente, no compartimos 
la visión de que acá haya inconstitucionalidad pero, en todo caso, serían básicamente dos aspectos, 
sobre todo en el sector agropecuario, que tienen que ver con la forma de definición de los aportes 
patronales. En el proyecto original se planteaba, directamente, que la reglamentación definiera la forma 
sobre la base del criterio de apuntar a una homogeneidad de carga tributaria con los demás sectores 
de la economía. Con las modificaciones realizadas en la Cámara de Representantes, se incorporó el 
criterio con el cual debe hacerse esa reglamentación, que es a partir de la superficie ajustada por 
productividad de los establecimientos. 


El otro aspecto que creemos no genera incertidumbre en términos de cómo se debe computar 
un impuesto, es el de la línea divisoria entre los emprendimientos agropecuarios que van a tener la 
opción de tributar por el IRAE o por el IMEBA. Esto consiste, simplemente, en redefinir cuáles son los 
establecimientos que van a poder optar y cuáles van a estar preceptivamente incluidos en el IRAE; 
pero, en cualquier caso, está claro cómo se deben liquidar el IRAE y el IMEBA. Además, hoy por hoy 
todos los establecimientos gozan de esa posibilidad. 


En definitiva, se está trabajando en la definición de este asunto, y pensamos que es razonable 
que la reglamentación lo plantee, porque también aquí hay aspectos dinámicos, sobre todo en esta 
línea divisoria entre establecimientos “grandes y pequeños” -dicho entre comillas- en términos de su 
capacidad económica, para definir si se tiene o no la opción de tributar por un impuesto u otro. Pero, 


reitero, la forma de tributación por un impuesto u otro y cuánto se debe pagar en un caso u otro, es 
algo que está bien establecido en el proyecto de ley; lo que está para definirse es quiénes son los que 
van a tener la opción y quiénes no. 


SEÑOR RUBIO.- En cuanto a los productores, que por el régimen anterior se regían por un tributo u 
otro -hemos tenido varias consultas al respecto- al hacer el cambio hacia el IRAE y mantenerse el 
IMEBA, entiendo que por vía de la reglamentación se va a decir cuál es la frontera. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Se va a establecer quiénes son los que no van a tener la opción de 
estar en uno u otro. 


SEÑOR RUBIO.- Era lo que quería confirmar. Entonces, eso se establecería en las nuevas 
disposiciones. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Es así, señor Senador. Está planteado que la reglamentación 
establezca que a partir de cierto potencial económico de los establecimientos, para arriba, tributen 
preceptivamente a través del IRAE, sin la opción de hacerlo por el IMEBA; de ahí para abajo se 
mantiene la opción. 


SEÑOR RUBIO.- Entonces, desde ese punto de vista no hay cambios. 
SEÑOR MINISTRO INTERINO.- La capacidad de opción la limitamos desde un umbral hacia abajo. 


Por otra parte, el señor Senador Heber consultó acerca de algunos sectores específicos 
como, por ejemplo, el forestal, por lo que solicitaría al contador Eibe que se refiriera a ese aspecto. 


SEÑOR EIBE.- La modificación sustancial en el caso del sector forestal está consagrada en el artículo 
73 de la norma referida al IRAE, donde se recoge el beneficio que actualmente está vigente tanto para 
el IRA como para el Impuesto a las Rentas de Industria y Comercio de los bosques artificiales y los 
declarados protectores. No obstante, se especifica que en el caso de los bosques que se implanten 
con posterioridad a la vigencia de la ley, la exoneración regirá exclusivamente para aquellos que estén 
incorporados en proyectos de madera de calidad, definidos por el Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca. O sea que hay una diferenciación. Se mantiene la exoneración para los bosques que han sido 
implantados antes de la vigencia de la ley, y hay un cambio, con una óptica más sectorial, más 
específica, orientada a la producción de ese tipo de madera de calidad, para los bosques que se 
implanten con posterioridad a la vigencia de esta ley. Esta es la única modificación en materia de 
actividad forestal. 


SEÑOR ALFIE.- Quizá no corresponde que formule esta pregunta al Ministerio de Economía y 
Finanzas, pero dado que el Poder Ejecutivo es uno solo y que, seguramente, este tema fue motivo de 
alguna discusión, quisiera saber qué se entiende por “madera de calidad”. Consulto esto porque, por 
ejemplo, con el álamo se producen fósforos. ¿Eso es madera de calidad? ¿El pino no y el álamo sí? 
Reitero que el tema es ése: qué es “madera de calidad”. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Como bien decía el señor Senador Alfie, ése no es un aspecto sobre 
el cual pueda opinar el Ministerio de Economía y Finanzas. Entiendo que si esa consulta se cursa al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, seguramente podrán aclarar los criterios que se utilizaron 
en este caso. 


Respecto a las consultas del señor Heber en cuanto al Impuesto a las Retribuciones 
Personales y al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, creo que es razonable que tengamos 
visiones diferentes sobre algunos aspectos. Desde nuestra perspectiva, creo que corresponde enfatizar 
el hecho de que es de estricta justicia que se apunte a asociar la carga tributaria de las familias con su 
capacidad contributiva. Por supuesto que ése es un proceso que no se puede hacer de una manera 
perfecta, por razones de información y de administración, pero sí tenemos que apuntar en ese sentido. 
Eso implica, entre otras cosas -lo que es una mejora sustancial del Impuesto a la Renta de las 


Personas Físicas sobre el Impuesto a las Retribuciones Personales- que todas las rentas y los ingresos 
de las familias deben ser tomados en cuenta a la hora de computar la carga tributaria. 


Por lo tanto, la incorporación de rentas al esquema impositivo lo vemos como una virtud, en el 
sentido de que no deben ser alcanzados sólo los salarios y pasividades por un impuesto a la renta 
personal, sino también todas las rentas que reciben las familias. En última instancia, los ingresos 
familiares se componen de todos estos elementos y, entonces, su capacidad contributiva también está 
determinada por sus ingresos totales y no solamente por los ingresos salariales o de pasividades. 
Entiendo que puede haber opiniones diferentes respecto a este tema. 


En el caso de la construcción, por ejemplo, también hay que ver la reforma de manera 
integral y global. No coincidimos con la percepción que transmitía el señor Senador Heber en cuanto a 
que la construcción esté parada en el país; esos no son los datos que arroja la evolución del producto 
sectorial de la construcción durante el año 2006, por lo menos, durante el primer semestre. Cuando 
digo que hay que visualizar de manera integral la reforma, no hay que perder de vista que en el sector 
de la construcción en particular se plantea una reducción importante en los aportes patronales; hay que 
tomar en cuenta que en este sector se utiliza mano de obra de manera importante y, por lo tanto, la 
reducción de aportes patronales va a tener un impacto nítido. Asimismo, la rebaja del impuesto a la 
renta empresarial, en la medida en que haya distribución de dividendos, redundará en un beneficio 
para las empresas de construcción. En consecuencia, no vemos riesgos de que la reforma tributaria 
tenga como impacto una detención o una interrupción del proceso de crecimiento del producto sectorial 
de la construcción. 


Con respecto a las reglas de juego, somos muy conscientes de que es necesario mantener 
una lógica creíble y estable en el largo plazo. Lamentablemente, ésa no ha sido la historia del país en 
este aspecto y para ello basta ver cómo han evolucionado los principales impuestos en los últimos 
veinte años. Uno puede ver, por ejemplo, que el impuesto a la renta empresarial en los últimos 20 
años, empezó en un 30%, después pasó al 35%, luego al 40%, y ahora está de nuevo en el 30%. En 
general, estuvo por encima de la previsión original que se tenía en el año 1985. Al respecto, el señor 
Senador Heber aludía a la lógica que tiene un empresario: en estos casos, quien hace una inversión ve 
modificada las condiciones que en última instancia determinan la rentabilidad en el largo plazo. Hoy por 
hoy se plantea una rebaja de ese impuesto. ¿Es un cambio en las reglas de juego? Puede 
interpretarse que sí pero, en todo caso, sería a favor del inversor, 25% es menos que 30%, 35% y 40%, 
señor Senador. Sobre muchas cosas podemos discutir, pero sobre esto no. 


SEÑOR ALFIE.- Pero sería un 27% más 7%. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Ese 7% se aplica sobre la proporción distribuida, y estamos hablando 
de rentas que, obviamente, se distribuyan. 


Otro ejemplo es que en el año 1991 se incorporó el Impuesto a las Transmisiones 
Patrimoniales. Con respecto a la reducción del impuesto a la renta empresarial y de los aportes 
patronales de largo plazo, debemos recordar que los sectores que hoy están exonerados de aportes 
patronales, no lo están como fruto de una política de largo plazo, sino por decisiones tomadas en el 
marco de la crisis. Alguien que invirtió en los ochenta o noventa no preveía estar exonerado de aportes 
patronales y pagaba aportes de una magnitud sustancialmente más elevada de la que se plantea en el 
proyecto de reforma. Por tanto, creemos que si hay variaciones en las reglas, en general, son a favor 
de los inversores. Nadie puede plantear que esta reforma tributaria tenga carácter confiscatorio de la 
inversión o de los rendimientos de la inversión, ni mucho menos. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quisiera formular una pregunta. El proyecto permite la tenencia de inmuebles 
rurales bajo la forma de sociedades anónimas con acciones al portador, pero las castiga perdiendo la 
exoneración del 1,5% del Impuesto al Patrimonio. Sin embargo, por otro lado, todos conocemos la 
iniciativa del señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca en el sentido de prohibir las sociedades 
anónimas con acciones al portador, dueñas de tierras o titulares de explotaciones agropecuarias. Como 
estamos tocando el punto referente al cambio de reglas, me gustaría saber qué opina el señor Ministro 
interino sobre la iniciativa del señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca al respecto. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Creo que corresponde explicar el porqué de ese tratamiento tributario 
diferencial entre aquellos establecimientos que tienen sociedades anónimas, cuando no se puede 
identificar al propietario y cuando sí se lo puede hacer. La idea es la siguiente. Cuando se da la 
compraventa de esos establecimientos y uno identifica al propietario, obviamente, se puede cargar el 
Impuesto a la Renta a las Personas Físicas por el componente de ganancias de capital, en el caso de 
que las hubiera. Sin embargo, cuando uno no puede identificar al propietario, no tiene a quién cargarle 
ese impuesto en la eventualidad de que hubiera ganancias de capital, porque no hay personas físicas 
que se puedan identificar. 


SEÑOR ALFIE.- En la sociedad anónima con acciones nominativas, el que paga el impuesto es la 
sociedad anónima; entonces no importa la identificación del titular. Es la empresa jurídica la que paga 
el 25% sobre la diferencia de valor. 


SEÑOR EIBE.- Con un criterio realista podemos decir que la reforma exonera del Impuesto a la Renta 
la enajenación de acciones al portador. La experiencia internacional indica que cuando hay acciones al 
portador, más allá de que nominalmente se graven con el Impuesto a la Renta, nadie paga. Entonces, 
el hecho de que exista esa exoneración tiene como contrapartida algún tipo de gravamen adicional en 
el caso de los titulares de ese tipo de acciones. Obviamente, son impuestos que paga la sociedad pero 
que, en definitiva, repercuten en la economía del accionista. La situación es distinta cuando el 
accionista es nominativo. Si ese accionista enajena las acciones de un campo, por ejemplo, tiene que 
tributar Impuesto a la Renta, cosa que no sucede cuando el accionista tiene acciones al portador y 
enajena el campo porque la otra contra de eso es que el establecimiento agropecuario paga Impuesto 
al Patrimonio. Esa sería la explicación. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- De alguna manera, la gente va a tener la opción de mantener el valor 
de la innominatividad, con lo cual deberá seguir pagando el Impuesto al Patrimonio. De no ser así, no 
paga este gravamen, pero en el caso de que tenga ganancias de capital en compraventa de 
establecimientos, va a pagar el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas que corresponda. 


En cuanto a la iniciativa del Poder Ejecutivo sobre el tema de las sociedades anónimas en el 
sector agropecuario y, en particular, para el caso de inmuebles, entiendo que a nivel del Parlamento se 
está discutiendo el punto. Nosotros entendemos que es necesario dar un debate profundo al respecto. 
Debemos destacar que hemos tomado en cuenta la diferenciación de esas cosas para determinar, 
justamente, el valor de la nominatividad con respecto al tema tributario en particular. Además, somos 
partidarios de que las sociedades anónimas en el sector agropecuario tengan acciones nominativas. 
Quiere decir que en ese sentido respaldamos la naturaleza de esa iniciativa que se está 
perfeccionando. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Eso no cambia las reglas? 
SEÑOR MINISTRO INTERINO.- No, y además, está en manos de los señores Legisladores. 


Por otra parte, quiero referirme a lo que mencionaba el señor Senador Heber respecto a 
aspectos que él interpretaba como perforaciones a la propia reforma que está siendo promovida. En tal 
sentido, deseo hacer sendas aclaraciones. 


En lo que respecta al adicional del Impuesto a las Transmisiones Patrimoniales en el caso de 
las tierras afectadas al Instituto Nacional de Colonización, está claro que eso estará en vigor hasta que 
comience a regir la reforma tributaria. Por lo tanto, no puede considerarse una perforación a dicha 
reforma, ya que dejará de regir cuando ésta pase a implementarse. La reforma tributaria tendrá una 
fecha de vigencia para su implementación a partir de equis momento y, según lo que está planteado en 
el proyecto de ley que cuenta con media sanción, en esa instancia cae ese adicional. 


Por otro lado, debo decir que la reforma tributaria es muy genérica en cuanto a los aspectos 
del IMESI, sobre todo en un tema que hay que analizar con más profundidad, sobre el cual seguiremos 
trabajando y respecto del que, incluso, hay propuestas del Partido Nacional -creo que con espíritu 
constructivo- tendientes a racionalizar la carga tributaria a nivel de los combustibles. Esto de ninguna 


manera puede interpretarse como una perforación a la reforma, porque lo que en ella se plantea acerca 
de los impuestos específicos es readecuar y racionalizar con un criterio genérico que permita mantener 
los niveles de recaudación. Creemos, por ejemplo, que la evaluación de la estructura impositiva 
diferencial que hay en el gasoil, las naftas y demás, debe hacerse con más profundidad, y en la medida 
en que se mantenga este criterio que acabo de plantear, jamás lo consideraría como una perforación a 
la reforma sino, si se quiere, como una parte integrante de ella en tanto se opere una racionalización 
que entendamos más beneficiosa para el funcionamiento del sistema. Sobre eso puede haber nuevas 
iniciativas y, en el caso del Partido Nacional, se nos ha hecho llegar alguna propuesta sobre el tema, 
que estamos evaluando con absoluta seriedad. 


Creo que he respondido las consultas formuladas por el señor Senador Heber. 


SEÑOR ALFIE.- Considero que el proyecto de ley, dado además el prolongado lapso que ha insumido 
su tratamiento en la interna del Poder Ejecutivo, incluye un gran número de facultades y límites -sobre 
todo límites- que son inconstitucionales. Una cosa es decir que la tasa máxima del impuesto es tanto, y 
otra diferente es afirmar que el Poder Ejecutivo por reglamentación establecerá si a partir de 
determinado límite se va a pagar el impuesto A o el impuesto B; se trata de aspectos totalmente 
diferentes. Eso fue lo que planteó el señor Senador Heber en lo que tiene que ver con el agro y, desde 
nuestro punto de vista, deberían incluirse ya -imagino que el Poder Ejecutivo ya tiene lista la 
reglamentación de esto, por lo menos en cuanto a sus límites- los límites relativos al IMEBA y al IRAE. 
Me gustaría saber desde qué valor un profesional va a pagar IRAE o IRPF; sin duda, este es un punto 
que hay que definir en este proyecto de ley. Asimismo, pregunto hasta qué valor va a corresponder la 
exoneración de pagar el 7% a la distribución de dividendos. En el caso de las empresas chicas creo 
que se incluyó una frase en el proyecto, pero no hay que olvidar que en lo que respecta a ese tipo de 
empresas -sobre todo en las de servicios- todo es dividendo. Estoy seguro y ya puedo afirmar que el 
monto se ubicará en el entorno de los $ 120.000, porque esa cifra corresponde al nivel que hoy paga 
los $ 3.000 de aporte ficto sobre el aporte al Banco de Previsión Social, multiplicado por 12 y dividido 
por 0,3. 


El otro tema al que quiero referirme tiene que ver con el límite de consumo de agua para 
vivienda. Seguramente sabemos hasta qué cantidad de metros cúbicos corresponderá la exoneración. 
Una cosa es decir que el Poder Ejecutivo podrá establecer una exoneración -como ocurre en el caso 
de la carne ovina, porcina o de ave- cuando quiera, y otra muy diferente es que determine la 
justificación del límite como quiera. 


En materia del IMESI, si me disculpan, debo decir que la carga está indeterminada, porque la 
mezcla sin ningún tope, sin ningún piso de partida fija y tasa, indudablemente no es otra cosa más que 
una carga indeterminada. Eso, a mi juicio, es inconstitucional, y de hecho hoy tenemos casos en los 
que se aplica tasa y otros en los que se establece partida fija. En ambos casos, cuando se trata de tasa 
existe un máximo y cuando se aplica partida fija no recuerdo si corresponde un máximo o un valor 
absoluto. 


Existe otro tema que quiero plantear, con relación al límite, por un lado, y con respecto a la 
racionabilidad, por otro; me refiero al famoso IVA de la autoconstrucción. Si entiendo bien -si no es así, 
pido que me corrijan- ese IVA se calcula de la siguiente manera. Cuando arreglo algo en mi casa, 
cualquiera sea la parte a arreglar, declaro al Banco de Previsión Social la mano de obra y el Poder 
Ejecutivo va a determinar, por un decreto general, que esa mano de obra representa el 20%, el 30%, el 
32% o el 27,5% del total de la obra. Entonces, para simplificar supongamos que se trata del 25% del 
total de la obra -porque al Poder Ejecutivo se le ocurre- en cuyo caso me van a decir que si gasté $ 100 
en mano de obra, el costo que me corresponde es de $ 400, cifra que si multiplico por 0,22 me da un 
resultado de $ 88 que debo pagar por concepto de IVA. Sobre esto se podrá descontar la factura y el 
pago se hará por la diferencia. Ese es el procedimiento que figura aquí, cualquiera sea la refacción a 
realizar lo que, a mi juicio, resulta un poco loco. 


(Interrupciones) 


En los ingresos fictos no pecuniarios que se pueden estimar, hay algunos que realmente me 
importaría saber cuál va a ser su tratamiento. Uno de ellos es el de un empleado, privado o público, 


que goce del beneficio de la cuota mutual. Un empleado privado va a descontar el 3% de su sueldo, 
pero a su vez recibe algo de la cuota mutual. Entonces, si ésta se pone como ingreso ficto -el Poder 
Ejecutivo tiene facultad para hacerlo- los cálculos de un ingreso equis, que tiene muchas 
particularidades porque tiene que ser un único ingreso, etcétera, se destruyen totalmente. Este es uno 
de los ingresos fictos, más allá del de la alimentación, del de la vivienda, que en general están 
regulados y más o menos se sabe a cuánto ascienden. En ese sentido, quisiera saber cuál va a ser el 
tratamiento de aquellos que reciben el beneficio de la cuota mutual. 


El otro tema se refiere a una persona cualquiera, titular de una empresa -se trata de 
algunos miles de casos- y que, además, tenga un empleo, generalmente de servicios. De acuerdo a 
como está el proyecto, el salario ficto por el cual le aporta al Banco de Previsión Social, se suma al 
sueldo o a la pasividad que percibe realmente. Esto quiere decir que el sueldo ficto por el cual se 
aporta al Banco de Previsión Social, que normalmente se encuentra en el entorno de los $ 3.000, se va 
a sumar en forma ficta, a su ingreso monetario verdadero. Ahora bien, por ese sueldo ya pagó en la 
empresa el Impuesto a la Renta, porque hay un mínimo que se paga, cualquiera sea el volumen de 
venta, tenga o no utilidad. Entonces, pienso que en muchos casos -o en algunos casos, por lo menos- 
puede haber una doble tributación. 


Continúo con el planteo de temas que me preocupan, aunque puede ser que esté 
equivocado; en ese caso, mejor para mí y para todos. 


Otro tema es el referente al Impuesto a las Pequeñas Empresas (IMPEQUEB), que queda 
como mínimo del IVA. Tal como está redactada la norma, esto es un fuerte castigo a las pequeñas 
empresas, desde el momento en que el comprador no puede deducir el IVA. Es decir que las pequeñas 
empresas tienen que facturar el IVA y el comprador no puede deducirlo. En ese sentido escuché, 
incluso por la radio, algunas interpretaciones de los estudios especializados que dicen que el 
comprador tampoco podría deducir el gasto, porque no paga el IRAE. Si esto es así, entonces, 
eliminemos las pequeñas empresas y se acabó. No hay forma de que una pequeña empresa pueda 
competir, siquiera, con una mediana empresa. 


En cuanto al tema de las deducciones, me preocupa mucho la regla de la proporcionalidad 
que hace un arbitraje de tasas. Si el Poder Ejecutivo quiere gravar con tasas diferentes determinadas 
rentas, fantástico; si quiere evitar que por el arbitraje de tasas se le licue el impuesto, está bien, pero 
mantengan ciertos topes. Sin embargo, aplicar estrictamente y a rajatabla la regla de proporcionalidad, 
en especial en materia de intereses, alquileres o comisiones, sobre todo cuando hay comisiones por 
garantías, me parece que aumenta excesivamente el costo. Por ejemplo, en el agro, con la regla de 
proporcionalidad, el IRAE pasa del 30% al 42%; o sea, por el IRAE efectivo, alguien que arrienda en el 
agro, del 30%, pasa al 42%, porque no puede deducir el cien por ciento del impuesto; en realidad, 
puede deducir el 48% y la parte impositiva de eso se le suma. Entonces, sumando el veinticinco del 
cincuenta, en realidad, es algo más de doce, ya pasamos -que es lo que corresponde- al 42%. 


La regla no me parece buena, pero si la quieren dejar, que así sea. En todo caso, que 
aplique siempre, y cuando haya determinados topes objetivos, como hoy existen, tanto a los intereses 
como a las comisiones por garantías o a los alquileres -porque si no, el impuesto aumenta y lo puede 
hacer mucho- entonces, todo lo que se dijo acá cae en saco roto y dependerá de cómo sea la 
estructura de activo o de financiamiento de la empresa, para pagar A o B. No nos parece que sea 
bueno que la estructura de financiamiento o de capital de una empresa determine los impuestos que 
pague o, por lo menos, la tasa verdadera del Impuesto a la Renta que pague. 


En este mismo aspecto, si bien el tema con los bancos se solucionó por parte de los 
intereses y todos van a descontar a una tasa aproximada al 25%, hay un tema sobre el cual todas las 
interpretaciones coinciden en que no está solucionado, y es el de la diferencia de cambio, que es 
asimétrico. 


La diferencia de cambio está exonerada del pago de impuestos. Yo soy un depositante en 
dólares y la diferencia de cambio, como es capital, está exonerada del Impuesto a la Renta; es mi 
ganancia por diferencia de cambio, lo cual es correcto. Pero mi ganancia es la pérdida del banco. De 
acuerdo a cómo está el proyecto, el banco no puede deducir ese gasto de diferencia de cambio, lo cual 


es asimétrico porque si el dólar baja o si el euro baja, lo cuenta como una ganancia y no lo puede 
contar como una pérdida. Esto lo digo sin ninguna doble intención. Me parece que ahí tenemos una 
potencial suba del costo indirecto bien importante. 


Sé que en la versión original, el Impuesto al Patrimonio estaba casi eliminado y ahora 
reaparece. La reaparición del Impuesto al Patrimonio es una doble tributación, porque el patrimonio son 
rentas acumuladas. En realidad, van a ser rentas que pudieron acumular los que tuvieron la suerte de 
poder ahorrar, después de pagar el Impuesto a la Renta. Entonces, los vamos a gravar de nuevo con 
una tasa bastante importante. Creo que esa doble tributación es importante, porque una tasa baja, por 
ejemplo, del 1%, significa una tasa sobre el rendimiento verdadero del patrimonio -sobre la renta real 
que puede producir ese patrimonio- no inferior al 20%. Reitero que es una duplicación, y muy fuerte, 
del Impuesto a la Renta; por lo menos, a la renta del patrimonio. 


Otro tema sobre el que quisiera una explicación -realmente, hasta me confundo, quizás por 
ignorancia y no porque no esté bien escrito, seguramente- es el siguiente. ¿Cómo pagan los impuestos 
las Instituciones Financieras Externas (IFE)? ¿Cómo es el tema de que si un banco tiene una sucursal 
aquí, paga determinada suma, y si no la tiene, paga otra? Mi impresión es que si se trata de una 
sucursal de un banco extranjero o una filial, paga bastante más que si no lo es y está en zona franca; 
entonces, estamos incentivando a ir a zona franca a no pagar. Pero tal vez estoy equivocado; quiero 
que me lo expliquen, por favor, para entender qué voy a votar o no votar. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- ¿El señor Senador está en duda? 


SEÑOR ALFIE.- No, pero hay algunos artículos -los que refieran a aspectos técnicos o que nos 
parezcan razonables- que vamos a votar. Hay otros que estamos seguros de que no vamos a votar, y 
estoy formulando estas preguntas para tratar de evitar -si efectivamente son como pensamos- la 
aprobación de algunas propuestas que nos parece que son malas. 


Otro aspecto es el que tiene que ver con los servicios profesionales prestados sobre el 
extranjero. Hay uruguayos que prestan servicios profesionales, muchas veces desde nuestro país; por 
más que en ocasiones se vaya al extranjero, en general se brindan por Internet y se prestan sobre el 
extranjero. Hoy es bastante fácil, porque se hace una factura de exportación de servicios, que está 
exonerada de IVA. Ahora bien, la pregunta que me hago es si está exonerada de Impuesto a la Renta. 
Por mi parte entiendo que si se hace una factura de exportación de servicios en el Uruguay pero que 
está referida a trabajo en el extranjero, debería estar exonerada del Impuesto a la Renta, porque es 
renta de fuente extranjera cien por ciento, a pesar de que el trabajo se realice en el Uruguay. De lo 
contrario, le vamos a dar una franquicia más al que tenga plata y pueda irse a zona franca, porque allí 
no va a pagar nada. 


Otra duda que tengo es con relación al tema de la no deducción de la amortización del valor 
llave. El valor llave está gravado por el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas o, si vende una 
empresa, está gravada la empresa en el momento de la venta. Entonces, ¿por qué la parte 
compradora no va a poder deducir o amortizar ese valor llave? No lo entiendo, aunque, repito, quizás 
esté equivocado. 


Tampoco entiendo esta forma “sui generis” de liquidar el impuesto, porque por un lado se 
liquida sobre los ingresos nominales y, por otro, se establecen las deducciones a una tasa diferente, en 
lugar de hacer referencia al neto, como es lo usual. De esta forma lo que se logra, básicamente, es 
aumentar la tasa implícita en un número no menor porque, en general, las deducciones van a estar al 
10% -aunque es posible que alguien llegue hasta el 15%- pero los ingresos pueden estar al 20% o 
hasta al 22%. 


Otro tema que me gustaría que se me explique es el referido a los alcances de las 
modificaciones del secreto bancario y los alcances de los poderes que tiene la Administración para 
informarse por la cédula de identidad. 


Por último, quiero decir que encontré la disposición a la que había hecho referencia: es el 
artículo 26 del proyecto, que refiere al IVA y sustituye el artículo 18 del Título 10 del Texto Ordenado 
1996, sobre la tasa mínima. En el inciso segundo del literal A) se establece: “Declárase por vía 
interpretativa que, a efectos de lo establecido en el literal A) del artículo 28 del Decreto-Ley N* 14.948, 
de 7 de noviembre de 1979, se considera que el concepto “yerba”, incluye aquellas mezclas formadas 
por yerba mate (ilex paraguaiensis) y otras hierbas hasta 15% (quince por ciento)”. Es decir que desde 
1979 se acepta pacíficamente determinado criterio y ahora se pretende modificarlo. Todos sabemos 
que el objetivo es cobrar retroactivamente los impuestos, pero me parece que esto no es una 
interpretación; en todo caso, se podría establecer que en adelante se adoptará ese criterio. 


Estas son mis consultas, señor Presidente, que, como se verá, son de carácter técnico y 
ninguna está formulada con un doble sentido. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Voy a hacer referencia a tres de los puntos planteados por el señor 
Senador Alfie, y después voy a solicitar al contador Eibe que ingrese en los restantes puntos que son 
de técnica tributaria. 


En primer lugar, vuelvo a plantear y a enfatizar que entendemos que, tal como está planteada 
la ley en curso, no creemos que existan inconstitucionalidades de ninguna naturaleza y, por lo tanto, no 
tenemos la misma visión que el señor Senador Alfie a ese respecto. 


En lo que tiene que ver con el Impuesto al Patrimonio, es cierto que en términos 
conceptuales se puede concebir que el patrimonio -excepto cuando uno lo hereda- es renta propia. 
Entonces, tendría sentido pensar, y tiene sentido -así está pensado en la reforma tributaria- que a la 
larga no exista una doble tributación entre renta y renta acumulada, y podría plantearse hacer esto de 
manera más inmediata si se pensara que las rentas ya fueron esencialmente gravadas en el pasado. 
En este enfoque dinámico brindamos un horizonte asociado a que entendemos que los patrimonios 
actuales no son, necesariamente, fruto de rentas que hayan sido gravadas en el marco de un Impuesto 
a la Renta. Por lo tanto, este horizonte al señor Senador Alfie podrá parecerle lejano pero, 
conceptualmente, respeta esa idea de que, a la larga, el patrimonio operará, esencialmente, con una 
tasa muy baja como elemento de contralor y no recaudatorio y que constituye la conformación de 
rentas acumuladas. Una vez que todos tengamos la tranquilidad de que las rentas que se acumularon 
fueron efectivamente gravadas, ahí sí, en ese horizonte, el impuesto al patrimonio va a pasar a una 
expresión mínima. Reitero que este punto es opinable y entiendo al señor Senador Alfie cuando dice 
que ese horizonte es demasiado lejano. 


SEÑOR ALFIE.- Tanto ustedes como quien habla somos economistas y, por tanto, sabemos que el IVA 
es un Impuesto a la Renta con determinadas características. Con un IVA del 22% y del 23% ya 
pagamos todos Impuesto a la Renta, o sea que estamos duplicando igual. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Entonces, la pregunta sería por qué en todos estos años pagamos 
IVA y Patrimonio a la vez, y no se derogó el Impuesto al Patrimonio desde que el IVA existe. 


SEÑOR ALFIE.- Porque ahora en vez de dos, hay tres impuestos a la renta. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- El tercer aspecto al que quiero referirme es por qué optamos por la 
forma de liquidación del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas que está en la ley, con respecto a 
cómo computar las deducciones. Uno podría pensar que una de las formas de hacerlo es a partir de un 
monto mínimo no imponible, ficto, genérico -que está planteado en el orden de los sesenta, base de 
prestaciones y contribuciones anuales- y que las franjas de aplicación de las tasas progresionales 
Operaran sobre un ingreso que sería el global, deducidos los conceptos que se puedan deducir. Esta es 
una alternativa, una posibilidad, y lo que voy a tratar de explicar es por qué optamos por la otra fórmula 
que es la de acumular las deducciones al monto no imponible. 


Acá es verdad lo que dice el señor Senador Alfie, que esto hace que las deducciones “valgan” 
-dicho esto entrecomillas- 10%, 15% ordenados en función de las tasas que están planteadas. Para 
nosotros el asunto es no incorporar regresividad al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. La 


misma deducción para alguien que gana mucho y que, por ejemplo, está en la tasa marginal del 25%, 
implica un 25% de lo que se deduce, mientras que para el que gana menos y tiene una tasa marginal 
del 10% o del 15%, esa deducción vale menos y se le descuenta menos. Por lo tanto, entendíamos 
que ese problema de regresividad se mitigaba si las deducciones se hacían, no desde el monto global 
del ingreso, sino como acumulaciones a un monto no imponible, de manera tal que al monto no 
imponible general se le sumen esas deducciones y, por lo tanto, se conforme un monto no imponible, 
llamémosle “individual”, que surge de sumar el monto no imponible general a los distintos conceptos 
que correspondan en cada caso. Eso mitigaba el problema de la regresividad, que haría que la misma 
deducción beneficiara, por ejemplo, dos veces y media más al que ganaba mucho, con relación al que 
ganaba menos. 


Son opciones técnicas. Aclaro que el valor de la deducción es de dos veces y media más para 
el que gana mucho. Entonces, el esquema general es progresivo y está bien que así lo sea. Será 
opinable, pero esa es la fundamentación por la cual nosotros tomamos esta opción. 


Para abordar los demás aspectos, solicito que el contador Eibe contribuya con las 
aclaraciones o explicaciones del caso. 


SEÑOR EIBE.- En primer lugar, en lo que respecta a la aplicación del gravamen sobre la distribución 
de dividendos y utilidades y la eventual no aplicación sobre el gravamen IRPF o el Impuesto a la Renta 
de los No Residentes en el caso de los dividendos que no superan determinado tope, quisiera hacer 
una precisión. 


En realidad, los dividendos que corresponden, obviamente, a la distribución que realizan las 
sociedades de capital, siempre están gravados; las que no estarían gravadas son las distribuciones de 
utilidades que realizan las sociedades personales, no las de capital. Hay una diferencia sustancial entre 
dividendos y utilidades, porque los dividendos que corresponden a sociedades de capital, no se 
exoneran, y entiendo razonable que se haga así, porque la existencia de una sociedad de capital 
implica cierta capacidad contributiva. 


Quiero hacer otra precisión. En el caso de los prestadores de servicios personales -a los 
cuales hacía referencia el señor Senador- la propia norma establece que las utilidades distribuidas por 
sujetos prestadores de servicios personales fuera de la relación de dependencia, que hayan quedado 
incluidos en el IRAE, no están gravadas, sino que están exoneradas. Es una precisión relevante. 
Reitero: las entidades prestadoras de servicios personales incluidas en el IRAE, por inclusión 
preceptiva o por opción, cuando distribuyan sus utilidades, éstas no están gravadas. 


En segundo lugar, con respecto al tema del IVA incluido en la autoconstrucción, en el caso de 
los prestadores de servicios por profesionales organizados, por ejemplo, en una sociedad civil, las 
utilidades distribuidas no están gravadas, porque están expresamente exoneradas en la ley. 


Quiero aclarar, también, que el hecho de que estén incluidos preceptivamente en el IRAE, los 
grava con la tasa del 25% sobre la renta neta; pero la propia ley, cuando se establece la inclusión de la 
distribución de dividendos en el hecho generador del IRPF y el Impuesto a la Renta de los No 
Residentes, exonera las distribuciones de utilidades que realizan quienes siendo prestadores de 
servicios personales, quedaron incluidos en el IRAE por superar el límite de ingresos. Es decir que hay 
un tratamiento diferencial. 


SEÑOR ALFIE.- Eso lo entendí. Ahora bien, las Sociedades de Responsabilidad Limitada son 
sociedades personales. ¿Cómo se considera la distribución de dividendos en ellas? 


SEÑOR EIBE.- En rigor, las sociedades de responsabilidad limitada distribuyen utilidades y no 
dividendos, porque el dividendo es una figura propia de las sociedades anónimas. La distribución de 
las utilidades de las sociedades personales va a estar gravada, por vía de retención, en la medida en 
que supere el límite que en función de la capacidad económica establezca el Poder Ejecutivo. Esto es 
para el caso de las sociedades comerciales, no así para las sociedades civiles o de hecho, prestadoras 
de servicio personales. 


SEÑOR ALFIE.- Es decir que también van a haber utilidades gravadas con el 7%. 


SEÑOR EIBE.- Con respecto al tema del IVA a la autoconstrucción, el propósito de esta medida es 
generar condiciones de formalización de un sector que está afectado por un alto grado de informalidad. 
La mecánica propuesta tiene que ver con un mecanismo que hoy funciona eficientemente y a través 
del cual el Banco de Previsión Social establece cuáles son los aportes que deben pagar quienes 
realizan esas modificaciones, en función de paramétricas en las que se define cuáles son las horas 
empleadas y demás. Esas paramétricas incluyen, entre otras cosas, tipo y calidad de construcción, y 
son bastante afinadas en términos de estimación. 


Entonces, no se pretende generar una carga adicional a quien realice esa autoconstrucción, 
sino generar condiciones que establezcan una oposición de intereses entre quien realiza la obra y 
quien le provee de bienes. En la medida en que ese ficto esté correctamente calculado -y nada indica 
que no deba estarlo, porque hoy funciona muy bien en el caso de la mano de obra- esa parte de 
insumos que corresponde a quien hace la autoconstrucción, va a tener un IVA determinado que, si está 
correctamente facturado, no le va a generar un costo adicional. Esa es la idea de la medida. 


En principio, esto funcionaría como un componente adicional al Aporte Unificado que, en la 
medida en que el titular de la obra tenga la documentación correspondiente a los materiales de 
construcción utilizados, no le va a generar ningún costo adicional. Si recurre al mercado informal y 
compra sin factura, va a tener que pagar el adicional por la vía de ese ajuste. 


SEÑOR ALFIE.- Creo que sí le va a generar un aporte adicional, porque cuando se calcula fictamente 
según el tipo de construcción y se lleva a base cien, se incluye la mano de obra, que no tiene IVA; 
entonces, va a pagar aunque sea el IVA de la mano de obra; esto, de acuerdo a cómo entiendo esta 
redacción. 


SEÑOR EIBE.- La idea es que ese adicional refleje exclusivamente el componente de IVA de los 
materiales y las subcontrataciones, no de la mano de obra, que está incluida, digamos, en lo que es la 
nómina del titular de la obra. 


SEÑOR ALFIE.- Pero no dice eso. 


En el artículo 19 se dice lo siguiente: “En el caso del impuesto correspondiente al hecho 
generador a que refiere el literal D) del artículo 2? de este Texto Ordenado” -en realidad, sería “de este 
Título del Texto Ordenado”- “el débito fiscal surgirá de aplicar la tasa básica del tributo al monto que 
surja de multiplicar la base imponible del Aporte Unificado de la Construcción, por el factor que 
determine el Poder Ejecutivo”. 


SEÑOR EIBE.- El factor puede ser mayor o menor que uno. 


SEÑOR ALFIE.- Sé que es así; pero queda librado a que se pueda cobrar el IVA sobre la mano de 
obra. 


SEÑOR EIBE.- No es la idea. 


SEÑOR ALFIE.- Está bien, no será la idea, pero queda librado a eso. Mi interpretación original, 
sinceramente, era esa. 


SEÑOR EIBE.- Comprendo, pero el propósito y, además, la forma de determinación de la base permite 
la interpretación que sostenemos. 


El tercer punto planteado era el de la eventual doble imposición que se puede generar por la 
existencia de una persona que, por un lado, sea titular de una empresa y tribute un sueldo ficto y, por 
otro, tenga un sueldo real, con lo que debe acumular ese sueldo ficto para tributar el Impuesto a la 
Renta de las Personas Físicas y, además, en la empresa tributa el Impuesto a la Renta mínimo, es 


decir, el empresarial. Debemos decir que esta sería una hipótesis posible, en el caso de que existiera 
esa suma. Sin embargo, la situación sería absolutamente mejor a la actual, donde no hay necesidad de 
que el empresario tenga un sueldo real por otro lado; es decir, alcanza con que se tenga un sueldo ficto 
para que se pague impuesto a las retribuciones personales por ese sueldo ficto y, además, el impuesto 
mínimo. 


SEÑOR ALFIE.- En realidad, no paga, porque salvo algunos casos excepcionales, el mínimo equivale 
a $ 3.000 nominales y la tasa es cero. 


SEÑOR EIBE.- Perdón, señor Senador, pero eso depende de si tiene empleados o no. Si los tiene, 
debe tributar por el mayor sueldo. 


SEÑOR ALFIE.- Si tuviera empleados, entonces ya no estaríamos hablando de este caso, sino de otro 
diferente. 


SEÑOR EIBE.- El universo de situaciones es amplísimo. 

SEÑOR LARRAÑAGA.- Estos economistas son parecidos a los abogados. 
(Hilaridad) 

SEÑOR EIBE.- Ejercicio legal de la profesión, podríamos decir. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Estas cosas son demasiado serias como para dejarlas en manos de 
los abogados. 


(Hilaridad) 
SEÑOR EIBE.- El punto siguiente tenía que ver con el tema del IMPEQUE y el mínimo de IVA. 


En rigor, hoy un contribuyente de IMPEQUE paga un monto fijo todos los meses y no paga 
IVA. Al no pagar este último impuesto, obviamente, no puede trasladar IVA al adquirente. Lo que 
promueve la norma es sustituir el IMPEQUE por el IVA, pero con un resultado económico exactamente 
igual, en la medida en que ese monto fijo de IVA es igual al monto que hoy ese contribuyente paga por 
concepto de IMPEQUE. Entonces, si este mismo contribuyente le factura a una empresa, ese IVA fijo 
no es deducible, como hoy no lo es el IMPEQUE que paga esa pequeña empresa. Entonces, no hay 
ningún cambio económico con esta medida, que sí tiene una virtud adicional: no corta la cadena del 
IVA cuando, por ejemplo, se quieren establecer mecanismos de retención o de percepción, situación 
que hoy se da con las pequeñas empresas. Entonces, entendemos que esta es una medida neutra 
desde el punto de vista de la carga tributaria que soportan las pequeñas empresas. 


Además, el hecho de que no sea deducible ese IVA de compras se corresponde exactamente 
con la misma situación que se vive con el IMPEQUE, ya que se pagará exactamente lo mismo con el 
sistema de este IVA mínimo que con el sistema actual del IMPEQUE. 


SEÑOR ALFIE.- En mi opinión, creo que se trata de algo sustancialmente distinto, y voy a tratar de 
explicar por qué. 


Supongamos el caso de una persona que aporta IMPEQUE -por decirlo así- que puede ser 
un herrero, sanitario, etcétera. Sabemos que, en general, en el caso de los servicios se agrega el 
IMPEQUE. Ese servicio tiene un alto valor agregado; entonces, cuando él factura hoy, no le agrega el 
IVA, porque es su sueldo. Por lo tanto, no es que tenga un IVA cargado y que no se pueda deducir, sino 
que no hay IVA. Entonces, a la empresa le resulta indiferente, pero puede deducir el gasto. En la nueva 
situación, le tiene que cargar el IVA, va a pagar la diferencia entre el IVA que factura y los $ 1.380 y el 
otro no podrá descontar el IVA, y tal vez tampoco pueda descontar el gasto, reitero, lo que es peor. 


Por eso creo que aquí la diferencia es sustancial. Los números mínimos elaborados a partir de 
alguna muestra bastante representativa, indican que la tributación se duplica sobre esas empresas. 


SEÑOR EIBE.- Sinceramente, ese razonamiento no me resulta claro, por lo siguiente. 


Si el IVA, ese mínimo que tiene que pagar, es el mismo monto de IMPEQUE que se tendrá 
que pagar, hasta la concurrencia con ese IVA él no tiene que facturar el IVA, porque por más que lo 
facture, pagará un monto fijo, independientemente del IVA que facture. Si supera la facturación -en la 
hipótesis de hoy, en la que aporta IMPEQUE- tiene que empezar a facturar IVA, porque si supera el 
límite... 


SEÑOR ALFIE.- No estoy hablando del límite; digo que hoy, facturando lo mismo, cuando se calcula el 
IVA de esa actividad, se duplica el IMPEQUE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estos son temas muy técnicos y muy difíciles de seguir. Pediría que los 
oradores pidan la palabra en orden, a los efectos de la toma de la versión taquigráfica. 


SEÑOR EIBE.- Por supuesto que esta es una discusión bastante árida, pero desde mi punto de vista, 
lo que le importa al contribuyente es cuánto se lleva al bolsillo, y si tiene que pagar un monto fijo por 
IVA o por IMPEQUE, el hecho de que facture por encima o por debajo, no es relevante. Si supera el 
monto de facturación, va a quedar incluido preceptivamente en el IVA y va a tener que pagar un 
adicional. 


El otro aspecto del problema -reconocemos que está en la lógica propia de esta reforma- es 
que, de acuerdo con una regla general, lo que no es renta gravada, no es gasto deducible. En 
cualquier caso, esa norma -este razonamiento vale para algunas otras cuestiones que se han 
planteado- está doblemente mitigada. En primer lugar, en el propio sistema del IVA mínimo y en el 
monotributo en particular, se establece, en función de la naturaleza de la actividad, la deducción del 
gasto. En segundo término, en las normas generales sobre deducción del gasto también se faculta al 
Poder Ejecutivo, atendiendo a la naturaleza de las operaciones -en el fondo, de lo que se trata aquí es 
de evitar situaciones elusivas mediante el arbitraje de tasas o la sobrefacturación del gasto- a 
establecer excepciones al principio general. Entonces, no todas las situaciones son iguales; en algunos 
casos, por la naturaleza de la actividad -en otra oportunidad se mencionaban a los pescadores 
artesanales- no se aplicará el límite de la deducción, pero el principio general tiene que ser antielusivo, 
como opera en todas las legislaciones. 


SEÑOR ALFIE.- ¿Qué es lo que sucede en el tema de los alquileres, de los intereses, con las 
comisiones o los servicios de garantía? ¿Se mantendrían los límites actuales? 


SEÑOR EIBE.- El nuevo sistema del IRAE tiene una doble lógica: por un lado, lo que es gasto 
deducible debería ser renta computable para algún otro sujeto y, por otro lado, habría un segundo 
escalón que establece que si hay diferencias de tasas, el gasto se deduce de forma proporcional a esa 
diferencia. Como decía el señor Senador Alfie, eso tiene por objeto evitar arbitrajes tributarios por la 
diferencia de tasas. Hoy, que no existe Impuesto a la Renta personal, ya tenemos un conjunto muy 
vasto de límites de deducción de gastos en arrendamientos, en comisiones, en intereses, etcétera. 
Entendemos que el sistema de proporción de tasas es más transparente que el sistema actual del 
límite de deducción, por ejemplo, en base a los ingresos. Esto es así porque el criterio de tasas 
proporcionales lo conocen ambas partes y, por lo tanto, va a mejorar mucho la posibilidad de que el 
mercado regule la distribución de esas cargas tributarias. En cambio, hoy que tenemos límites de 
deducción que en algunos casos se vinculan al monto total de los ingresos brutos del contribuyente, al 
valor catastral del inmueble o a situaciones de esa índole, es mucho más difícil de apreciar por las 
partes y, por lo tanto, la distribución de la carga tributaria es mucho menos transparente. 


Entendemos que un sistema de aplicación proporcional generalizada de tasas va a ser mucho 
más claro desde el punto de vista de la negociación entre las partes porque, en definitiva, cuando 
existe este tipo de planteo, estos impuestos se distribuyen en función de la realidad del mercado. Para 
nosotros es un sistema mejor al actual de topes. Sin perjuicio de ello, hay situaciones en las cuales, en 


función de la naturaleza del gasto y de la actividad, se podrán establecer excepciones. En el contexto 
de las excepciones, quizás haya que recurrir a un sistema de topes o, sencillamente, se dejará deducir 
el gasto lisa y llanamente. Un caso típico que se establece en la propia ley es el de los intereses de los 
bancos. Además, están los intereses correspondientes a las Obligaciones Negociables y, al respecto, 
en la propia ley se establece que no hay límites, aunque en la legislación actual sí los hay. 


Con respecto al tema de las Instituciones Financieras Externas, los señores Senadores 
sabrán que en algunos casos, por situaciones bastante injustas -es un hecho con el que convivimos- 
existen ciertas figuras societarias o de actividad económica que a nivel de la tributación internacional 
tienen cierto grado de cuestionamiento, como ser, inclusión en listados de regímenes privilegiados 
nocivos o paraísos fiscales. En el caso de las Instituciones Financieras Externas, eliminamos la 
exoneración que les correspondía respecto al Impuesto a la Renta para actividades empresariales, 
pero esa disposición hay que coordinarla con las normas vinculadas al principio de fuente que nosotros 
mantenemos. Las Instituciones Financieras Externas, en general, están orientadas a la prestación de 
servicios a no residentes, básicamente de naturaleza financiera. Entonces, por aplicación del principio 
de fuente, esas rentas, en general, son de no residentes y, por lo tanto, no estarían gravadas por el 
Impuesto a la Renta. 


Nosotros no percibimos un cambio sustancial dentro del sistema de tributación de las IFE, 
aunque hay algunos cambios concretos. En el curso del análisis del proyecto de reforma hicimos 
esfuerzos para tratar de mitigar posibles efectos negativos porque, en realidad, no hay ninguna 
animadversión con estas figuras y, además, es bueno generar todas las posibilidades de actividad del 
país, equilibrando ese objetivo con los otros a los que hice referencia. Incluso se hizo un esfuerzo con 
el tema de la deducción de gastos por intereses para la que se establecen límites porque podía surgir 
algún problema con algunas colocaciones locales mínimas que hay que hacer. Sin embargo, en 
general, no hay un sesgo negativo muy significativo, aunque sí es cierto que las IFE pueden instalarse 
en zonas francas porque no hay nada que lo prohíba. 


También es cierto que nosotros mantenemos el régimen general de zonas francas sin 
discriminación de sujeto, o sea que puede tratarse de Instituciones Financieras Externas o de cualquier 
otro instituto o empresa y entran en las generales de la ley de las zonas francas. Nosotros no 
podemos, de manera alguna, contaminar la situación de las zonas francas vinculándolas a una 
cuestión específica y a una actividad concreta. Ese no es el propósito. 


En el caso de las sucursales de bancos del exterior, quizás se esté preguntando si puede 
existir un tratamiento diferencial respecto de las filiales. Haciendo un esfuerzo de interpretación del 
alcance de la consulta, se me ocurre pensar que tal vez se esté refiriendo al concepto de 
establecimiento permanente, que es un concepto nuevo que se incorpora en esta legislación y que 
dispone que si una entidad del exterior desarrolla una actividad en el país a través de un 
establecimiento permanente, debe tributar Impuesto a la Renta de Actividades Económicas. Dentro del 
concepto de establecimiento permanente están las sucursales. Lo que señala la ley es que en el caso 
de establecimientos permanentes se atribuye a la sucursal todas las rentas originadas en actividades 
de la persona, cuando sean de fuente uruguaya. 


En ese caso, se puede plantear la duda de qué pasa si un banco del exterior, que tiene una 
sucursal en el país, realiza un préstamo a un sujeto local. La ley establece que esa renta debe ser 
atribuida al establecimiento permanente, entre otras cosas, porque siendo la misma persona jurídica es 
muy difícil determinar si está operando el establecimiento permanente o la casa matriz del exterior. 
Esta situación no se da en el caso de las filiales, dado que éstas son entidades jurídicas 
independientes. Entonces, si tengo una filial de una entidad del exterior y hay otra entidad vinculada 
que otorga un préstamo, tributará Impuesto a la Renta de los No Residentes en lugar del IRAE. 
Obviamente, se trata de un tema de alcance general que no involucra exclusivamente a los bancos y, 
para nosotros, la solución es consistente con lo que uno ve a nivel de la tributación internacional. 


SEÑOR ALFIE.- En primer lugar, deseo aclarar que exactamente a eso apuntaba mi pregunta. 


En segundo término, quien arriesga más porque es sucursal y le pone la chapa y su capital 
de la casa matriz, con esta solución, desde el punto de vista impositivo, queda peor tratado que aquel 


que pone una filial. Entonces, le conviene hacer algo fuera del país y no ser una sucursal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tratándose de un tema tan importante, espero que quede bien registrada la 
apreciación que acaba de formular el señor Senador Alfie, como así también la respuesta que dará el 
economista Eibe. 


SEÑOR EIBE.- La determinación del Impuesto a la Renta de los No Residentes y del Impuesto a la 
Renta de Actividades Económicas tiene diferencias, porque en un caso se gravan rentas netas y en el 
otro rentas brutas. Allí puede haber un arbitraje que debe contemplar la totalidad de la operación y no, 
exclusivamente, la diferencia de tasas. 


Por otro lado, creo que este es un problema más teórico que práctico. Conociendo cómo 
operan las instituciones de intermediación financiera a nivel internacional, es seguro que si hay una 
operación de porte relevante y que, por lo tanto, requiera una economía fiscal importante, aun cuando 
opere mediante sucursal en el país, la entidad va a recurrir a una filial para hacer esa operación, 
probablemente una compañía ubicada en un paraíso fiscal. Es muy poco probable que, en los hechos, 
exista un tratamiento tributario desventajoso más allá de que desde el punto de vista formal pueda 
parecerlo. Tengamos en cuenta que las instituciones de intermediación financiera que operan a nivel 
internacional hacen una planificación fiscal sólida y, en general, conocen todos los vericuetos que 
puede haber en materia de economía tributaria ya que cuentan con buenos asesores. 


En lo que tiene que ver con los servicios profesionales, obviamente hay una dificultad a nivel 
internacional porque los servicios se desmaterializan, ya que no está muy claro dónde se prestan ni 
dónde están situados. Como criterio general, el lugar de residencia o donde tiene establecida su base 
de operaciones el prestador de servicios, es el que sirve de vínculo para el principio de fuente. Quiere 
decir que, más allá de que se preste un servicio a través de la red, si está situado en el Uruguay al 
prestar dicho servicio, en principio esa renta es de fuente uruguaya. 


En lo que respecta al IVA, eso está solucionado porque sigue constituyendo una exportación 
de servicios; en cuanto al Impuesto a la Renta, salvo que medie un convenio para evitar la disposición - 
que puede establecer disposiciones específicas en el caso de los servicios profesionales- como criterio 
general si se está residiendo en un país y se están prestando servicios en él, la renta va a ser de 
fuente uruguaya y se incorporará al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Puede ocurrir, por 
otra parte, que no todo el servicio se preste aquí, es decir, que una parte se preste en el exterior, en 
cuyo caso habrá que determinar qué porción es de fuente uruguaya. De todas maneras, existen 
algunas exoneraciones, por ejemplo, en el caso de la producción de soportes lógicos que tienen por 
destino a un usuario del exterior. En esa situación, existe exoneración, aun cuando la prestación del 
servicio se desarrolle en el Uruguay. No obstante, como criterio general el que acabo de explicar es el 
principio de fuente a aplicar. 


Con relación al tema de la amortización por valor, se plantea una norma que recoge otra 
vigente desde hace mucho tiempo. En torno a este punto, se ha discutido mucho a nivel internacional 
e, incluso, las normas internacionales de contabilidad prevén la depreciación del valor. Se trata de un 
tema que, quizás, en algún momento requiera una solución, pero en esta iniciativa no se innova con 
respecto a una situación que está consolidada desde hace treinta años. 


SEÑOR ALFIE.- No entiendo por qué no lo podemos cambiar ahora, porque ya que tenemos todo este 
arbitraje de tasas, arbitremos también en esto. 


SEÑOR EIBE.- Quizás sería posible proceder como dice el señor Senador. Se trata de una 
modificación menor y todo depende del grado de voluntad que haya con respecto a la introducción de 
cambios. 


En cuanto al tema del secreto bancario, como los señores Senadores saben, ha habido 
posiciones diversas e, incluso, se han realizado manifestaciones por parte de integrantes de la 
administración tributaria, quienes naturalmente inquietos por llevar a cabo una mejor gestión, han 
tratado de impulsar, de algún modo, modificaciones que faciliten el acceso a la información para 


mejorar sus condiciones de recaudación. En parte, estas medidas que se han impulsado, han sido 
analizadas junto con la gente de la administración tributaria. Desde nuestro punto de vista, se ha 
llegado a una solución muy equilibrada, en el sentido de que desde el punto de vista esencial, se 
mantienen los criterios del secreto bancario, pero estableciendo, básicamente, dos medidas que a 
nuestro juicio son las más relevantes. Una de ellas es la que involucra el levantamiento voluntario del 
secreto bancario, asociado al otorgamiento de determinados beneficios, como puede ser, por ejemplo, 
una disminución en el plazo de prescripción de los impuestos. De alguna manera, es una medida 
voluntaria que genera una contrapartida mutua, tanto para el Estado como para el contribuyente. 


Por otra parte, se propone una medida que, más que una modificación al alcance del secreto 
bancario, implica el establecimiento de condiciones objetivas que, de algún modo, agilizan el 
levantamiento del secreto, siempre bajo la garantía jurisdiccional y, en hipótesis, muy serias. 
Básicamente, se ha pensado en la hipótesis de una denuncia por el delito de defraudación y mediante 
la presentación fundada de una solicitud de levantamiento por parte de la Administración. Lo que 
establece la norma es que, si vencido el plazo de treinta días, no existe oposición del Fiscal o del Juez 
competente -de alguno de los dos- el secreto bancario, el secreto profesional al que están obligadas 
las instituciones de intermediación financiera, queda levantado. 


SEÑOR ABREU.- Me gustaría saber qué diferencias existen con respecto al alcance actual del secreto 
bancario, porque este último tiene excepciones claramente definidas entre las que, obviamente, la más 
importante -salvo lo relativo al derecho de familia- está vinculada a la resolución judicial, cuando está 
involucrada determinada conducta. Da la impresión de que se trata del mismo caso y por eso formulo 
esta pregunta. 


SEÑOR EIBE.- La única diferencia que tiene desde el punto de vista sustancial, es que establece un 
plazo preceptivo vencido el cual, si no hay pronunciamiento por parte del Juez y del Fiscal, el secreto 
queda levantado. Hoy no existe ese plazo, la norma es mucho más vaga y refiere exclusivamente a la 
intervención de la Justicia Penal. 


En segundo lugar, quiero dejar claro que esta forma de levantamiento del secreto bancario, 
con este procedimiento en particular y operando por este plazo, sólo refiere a operaciones en cuenta 
corriente y caja de ahorro, no a operaciones, por ejemplo, de depósitos a plazo fijo; es decir, tiene que 
ver con una parte de la información de la que dispone el sistema bancario. 


SEÑOR ALFIE.- Restan por contestar las preguntas referidas a las diferencias de cambio y a la 
información mediante cédula de identidad. Voy a agregar una más porque, en realidad, no entiendo la 
norma primera donde dice que el Banco de Previsión Social va a poder retener sobre los activos y no 
sobre los pasivos el Impuesto a la Renta porque, en realidad, es más fácil retener sobre los pasivos. 


SEÑOR EIBE.- El tema de las diferencias de cambio se incluye en la lógica general a la que hacía 
referencia con respecto a que el Poder Ejecutivo puede, por la naturaleza de los gastos, admitir 
determinadas deducciones. Sinceramente, esta fue una omisión y, de todas maneras, es subsanable 
por la vía reglamentaria. 


Tal como planteaba el señor Senador Alfie, hay dos temas adicionales; uno de ellos tiene que 
ver con la utilización de la cédula de identidad. Si no recuerdo mal, estas son normas impulsadas por la 
administración tributaria, pero están relacionadas con la posibilidad de trabar embargos específicos 
sobre cuentas bancarias. Actualmente, la situación es que la administración tributaria traba embargos 
sobre cuentas genéricas -es decir, traba embargos genéricos- pero le cuesta mucho llegar a los bienes 
específicos. Se está planteando que si existe un embargo de parte de la Administración, se pueda 
utilizar el nombre y alguna identificación para poder plantear al sistema bancario, el embargo sobre 
cuentas específicas de los titulares de esa cédula de identidad y de ese nombre. 


SEÑOR ALFIE.- Mi pregunta era sobre los consumos; por lo tanto, quisiera saber si la Dirección 
General Impositiva, por ejemplo, puede pedir el consumo de UTE, OSE, tarjetas de crédito, etcétera, 
de una cédula de identidad determinada. 


SEÑOR EIBE.- Quizás haya dos alcances. Uno de ellos tiene que ver con el tema de los embargos 
genéricos. La Administración, razonablemente, pretende poder aplicar embargos específicos y para 
eso necesita que el sistema financiero colabore. El otro es un mecanismo de captación de datos 
absolutamente utilizado en todo el mundo. En general, la administración de los impuestos personales y, 
en particular, el de la renta, se basa sobre la administración de grandes bases de datos, y los titulares 
de esas grandes bases de datos son los proveedores de servicios públicos, etcétera. 


SEÑOR MOREIRA.- He observado que la Dirección General Impositiva, sin la sanción de esta norma, 
está pidiendo la situación patrimonial de bienes de los socios de las sociedades anónimas, como 
información complementaria. Entonces, cuando pide información complementaria también solicita el 
estado patrimonial de cada uno los socios, incluso, de las sociedades anónimas con acciones al 
portador. Es una práctica habitual que se utiliza en estos días, aun sin la norma. 


SEÑOR EIBE.- No sé cómo opera la Dirección General Impositiva con respecto a esas situaciones. De 
todas maneras, en el contexto del Código Tributario esas informaciones se pueden requerir con 
respecto a los directores o mandatarios y no a los accionistas porque, entre otras cosas, si es una 
sociedad con acciones al portador, no necesariamente se sabe quiénes son. Ahora, si alguien 
comparece en representación de la sociedad -en función de qué se establezca en las actuaciones y en 
las actas correspondientes- habrá que ver qué grado de vinculación o de responsabilidad tiene con 
respecto a esa sociedad. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Eso forma parte de lo que debe averiguar la Dirección General Impositiva? 


SEÑOR EIBE.- Los directores y representantes de sociedades comerciales son solidariamente 
responsables y eso está consagrado en el Código Tributario. Si la Dirección General Impositiva exige 
un estado de responsabilidad y el director o representante quiere o no aportarlo, forma parte del 
proceso natural de relación entre la Dirección y esa persona. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Es una forma de presión, porque si no el celo fiscal de la Dirección General 
Impositiva se va a redoblar? El Código Tributario establece la responsabilidad solidaria pero no la 
obligación de los socios para darle la información de su situación patrimonial. Como cualquier acreedor 
en el país, normalmente eso es un acto que él debe llevar a cabo, salvo cuando se constituye en fiador 
y da bienes con garantía real o alguna cosa de esa naturaleza. Pero esto es una práctica corriente en 
el día de hoy porque así me lo han señalado algunas personas y casi nadie se anima a no hacerlo; o si 
lo hace lo realiza parcialmente y se olvida de algún bien. Parece ser una forma de presión que no está 
amparada en la legislación vigente. Otra cosa es establecer la obligación legal para las instituciones de 
intermediación financiera a los efectos de facilitar la ejecución de los créditos tributarios. Esa es una 
práctica administrativa un tanto paralegal. 


SEÑOR EIBE.- No estoy en condiciones de opinar con respecto a prácticas específicas de la Dirección 
General Impositiva. El grado de temor reverencial o de eventual presión que pueda ejercer dicha 
Dirección dependerá de cada caso. Reitero, nosotros no estamos en condiciones de abrir juicio sobre 
esas situaciones. Además, me imagino que el universo de situaciones en la casuística debe ser 
enorme. Repito una vez más, no estamos en condiciones de abrir opinión al respecto. En todo caso, el 
Director de Rentas podrá ilustrarmos sobre las prácticas habituales que está desarrollando la 
Administración. 


Por otra parte, se hizo alusión a una norma interpretativa sobre el alcance de la yerba a los 
efectos de la aplicación de la tasa mínima. Esta es una norma que se introdujo en el curso de la 
discusión en la Cámara de Representantes y no se trata de una iniciativa del Poder Ejecutivo. Por 
tanto, no estamos en condiciones para definir su alcance. 


SEÑOR ABREU.- Por nuestra parte vamos a tratar de levantar el vuelo de la discusión, más allá de lo 
importante que ha sido el intercambio de ideas y de información sobre aspectos concretos; pero 
tenemos una gran cantidad de dudas adicionales a las que ha planteado el señor Senador Alfie. 


En primer lugar quiero hacer una reflexión para que le quede constancia al equipo económico: 
quedamos hondamente preocupados sobre el tema del secreto bancario. En estas condiciones -lo voy 
a decir como aporte y con la mayor suavidad- vamos avanzando hacia un Estado policíaco, y quiero 
advertirlo, más allá de la filosofía que significa para un Estado recaudador buscar y encontrar los 
mejores instrumentos para que la recaudación se asegure. Es una referencia gráfica para que quede 
consignada, desde el punto de vista semántico, la honda preocupación que nos produce el hecho de 
que transcurra determinado plazo sin que se pronuncie el Poder Judicial y se habilite en forma 
automática el levantamiento del secreto bancario. Esto va a habilitar una serie de mecanismos, sobre 
todo en el caso de que las solicitudes de este tipo se acumulen en forma permanente, más allá de los 
aspectos de presión psicológica que implica un tema de esta naturaleza y las limitaciones que la propia 
ley establezca en cuanto a las cajas de ahorros o cuentas corrientes. Es una reflexión que quería hacer 
dentro de la transparencia y de la franqueza con que estamos manejando este intercambio de ideas. 


El segundo tema que quiero plantear está referido al Impuesto a la Renta personal. Es 
conocido que aquí hay una coexistencia entre un IVA muy alto y un impuesto al ingreso personal que 
determina un aumento del aporte de los contribuyentes en una cifra significativa. Nosotros no 
pensamos que sea necesario el Impuesto a la Renta personal para dotar de equidad al sistema 
tributario. Creemos que la equidad del sistema tributario pasa por otro tipo de variables, incluso por una 
forma sistémica del comportamiento del Estado, más allá, entre otras cosas, de los distintos 
instrumentos que puedan participar en la posición del Gobierno. De manera que nos parece importante 
realizar esta puntualización, que vamos a sostener en su momento en el Plenario. 


En segundo lugar, el Impuesto a la Renta personal se liquida individualmente -esto se sabe 
muy bien, más allá de todos los aspectos que se puedan tomar en cuenta para que, en el futuro, se 
pueda hacer una liquidación de carácter familiar- y el número de hijos influye muy poco en el pago. 
Pero lo más importante para nosotros -y en este sentido está dirigida nuestra pregunta- es que el 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas grava ingresos desde niveles muy bajos; obviamente, si 
fuera desde otros niveles, la diferencia sería muy importante. 


De algunas cifras que estuvimos manejando -que pueden ser rectificables- se deduce que la 
recaudación sobre rentas del trabajo, acumulando salarios, jubilación y honorarios, estaría 
aproximadamente en un 2,14% del Producto Bruto Interno, frente al 0,9% del actual impuesto a los 
sueldos. Obviamente, la recaudación aumenta y también los contribuyentes, y este es un Impuesto a 
la Renta personal, que es individual y, sobre todo, reitero, comienza en niveles muy bajos. ¿En qué 
dirección va mi pregunta? Si tenemos este tipo de tributación que va aumentando en la forma en que 
hemos tratado de informar, y además hay un IVA muy alto que coexiste con esa tributación y que no va 
a bajar en forma sustantiva -se supone que, en caso de que los niveles sean aceptables, bajará uno o 
dos puntos- ¿qué repercusión tiene esta reforma tributaria sobre el ahorro? ¿Cómo percibe el Poder 
Ejecutivo que puede ser afectada la capacidad de ahorro del ciudadano común, ya que es más lo que 
se le va a sustraer desde el punto de vista tributario? 


La segunda interrogante que voy a formular es más concreta y va sin afirmación. Más allá de 
la especialización profesional de los representantes del Poder Ejecutivo, que son economistas o 
contadores, aquí se ha sostenido que el principio de legalidad tributaria no se viola. Entonces, consulto 
cuáles son los fundamentos legales que el Poder Ejecutivo expone para sostener en forma firme que 
ese principio se respeta o que no está vulnerado. Como tenemos posiciones distintas y pensamos que 
el principio de la legalidad tributaria se ha violado -entre otras cosas, tenemos una larga historia de 
discusión de este tema en el Senado, e incluso dentro de la propia técnica tributaria existe un proyecto 
de ley que presentó hace un tiempo el doctor Gonzalo Aguirre sobre el alcance de este principio- 
queremos saber cuáles son los argumentos y fundamentos legales que sostiene el Poder Ejecutivo 
para decir que el principio de legalidad tributaria se mantiene incólume o que no puede ser objetado 
desde el punto de vista jurídico. 


Estas son las dos preguntas, una referida al ahorro y la estructura, y la otra, al fundamento 
legal. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- El señor Senador Abreu ha recurrido a temas diversos, sobre los que 
vamos a hacer algunas reflexiones. 


En primer lugar, con respecto al tema del secreto bancario, vale la pena enfatizar que las 
formas de levantarlo se mantienen en la órbita del Poder Judicial, y aquí estamos, justamente, en el 
marco del Poder Judicial, habilitando a que existan resoluciones fictas, como hay en el conjunto de la 
Administración en múltiples casos. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- No es tan así, señor Ministro interino. La facultad conferida por el artículo 82 
al Banco de Previsión Social y a la Dirección General Impositiva para requerir de los Entes Autónomos 
y Servicios Descentralizados la información que consideren relevante para la determinación de 
controles en cuanto a la capacidad contributiva, no está conferida específicamente al Poder Judicial; 
esto es, un organismo -Banco de Previsión Social o Dirección General Impositiva- puede requerirla 
directamente a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, lo cual significa que estos 
organismos le pueden preguntar cuánto paga usted de ANTEL, de UTE o de OSE. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Creo que vale la pena separar las aguas. No debemos confundir la 
problemática del secreto bancario con los aspectos que acaba de mencionar el señor Senador 
Larrañaga. Esas no son áreas que rocen el tema del secreto bancario y, por lo tanto, insisto en el 
hecho de que el levantamiento del secreto bancario sigue estando en la órbita del Poder Judicial. Lo 
que se hace con esta propuesta es procurar que se agiliten los plazos, y siempre en el marco de las 
presunciones de defraudación tributaria que prevé el Código Tributario y no en cualquier caso; tampoco 
la Dirección General Impositiva puede solicitar arbitrariamente la aplicación de este mecanismo al 
Poder Judicial para el levantamiento del secreto bancario de manera rápida. 


Reitero que no es en cualquier caso, sino en los que se dan los recaudos que el Código 
Tributario prevé en lo que hace a elementos de presunción de defraudación. Por lo tanto, aquí no hay 
esencialmente una variante sustancial en la naturaleza del problema, y sigue siendo el Poder Judicial 
el que define el levantamiento o no del secreto bancario. Por lo tanto, las referencias acerca de que 
vamos camino a un Estado policíaco no son de recibo, en ningún caso, desde nuestra perspectiva, y 
las rechazamos definitivamente. 


SEÑOR RUBIO.- Y enfáticamente. 
SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Así es. 


Por lo tanto, vamos a hacer una referencia adicional, ya no referida al secreto bancario, sino 
a la utilización de la red de base de datos que puede tener el Estado con respecto a los contribuyentes. 
Creemos que son elementos que a nivel internacional se utilizan para el contralor del Impuesto a la 
Renta de las Personas Físicas. De modo que asustarnos con este tema, implicaría no tomar en 
consideración que estos son mecanismos básicos de contralor en los regímenes en los que existe el 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas en lo que tiene que ver con la utilización de toda la 
información cruzada que brinde indicaciones de cuál es la evolución de las rentas efectivas de las 
distintas personas. Se trata de mecanismos tradicionales que se emplean tanto en los países 
desarrollados como en los no desarrollados, en los que está implementado el Impuesto a la Renta 
personal. 


SEÑOR MOREIRA.- El artículo 81, referido al otorgamiento y a la renovación de permisos, y ligado al 
79, dice que “Los Gobiernos Departamentales deberán exigir la documentación a que refieren los 
literales A) y B) del artículo 79 de la presente ley, al momento de otorgar y renovar todo tipo de 
permisos referidos al ejercicio de las actividades incluidas en la presente ley, debiendo remitir 
anualmente al Banco de Previsión Social los datos de los permisarios”. Esa norma es, por lo menos, de 
muy dudosa constitucionalidad, porque está imponiendo a los Gobiernos Departamentales una 
obligación que, a mi juicio, está reñida con el principio de autonomía de éstos. En consecuencia, 
quisiera saber si se ha analizado la constitucionalidad de esa obligación que se impone a los 
Gobiernos Departamentales, de remitir al Banco de Previsión Social esa información. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Entendemos que no existe inconstitucionalidad, y hay elementos que 
se imponen a los Gobiernos Departamentales en el marco legal, lo que tiene mecanismos 
constitucionales para su reglamentación. Creemos que en este caso es, además, absolutamente 


razonable la exigencia que se plantea en el artículo 81, en este marco, también, de creciente 
coordinación cruzada de los mecanismos de contralor a efectos tributarios. 


Quiero hacer una reflexión general: si vamos camino a una mayor justicia tributaria, no es 
solamente en los papeles que debemos apuntar a ella, sino también en los hechos. Por lo tanto, 
debemos contribuir con la administración tributaria en el sentido de que, efectivamente, se concrete lo 
que en los papeles se plantea. Es decir, si uno escribe una muy linda legislación tributaria pero 
después la administración tributaria no tiene los elementos esenciales como para hacerla cumplir, 
creemos que está faltando al espíritu. A nosotros no nos asusta el celo fiscal ya que, justamente, la 
actividad de contralor fiscal es la que nos debería dar, en última instancia, la garantía de que lo que 
está escrito en una ley, se lleve efectivamente a los hechos. 


SEÑOR MOREIRA.- Me permito discrepar con esa visión. Dicha iniciativa debería estar basada en un 
principio de reciprocidad que aún no se ha dado. En este sentido, los Gobiernos Departamentales 
podrían exigir a la Administración Central, el control de los pagos de los tributos departamentales para 
efectuar determinadas gestiones en la Administración, cosa que no se hace. Además, quiero prevenir 
sobre las dificultades que eso puede causar. Por ejemplo, para expedir una patente de rodados habría 
que exigir una serie de constancias que deben estar al día; esto podría estar afectando la recaudación 
de los tributos departamentales. Se podría llegar al extremo de que para pedir una licencia de conducir 
-que es un permiso para desarrollar determinado tipo de actividad- habría que mostrar la 
documentación. Tengo el temor de caer en un mundo de complejidades y de trabas que nos lleve a que 
los Gobiernos Departamentales no hagan efectivo el pago de los tributos. Con esto no estoy diciendo 
que la gente no deba pagar los impuestos, pero llegamos a un entrecruzamiento tan grande que hay 
Gobiernos que podrían ver afectada su autonomía tributaria constitucional. 


Veremos cómo funciona todo esto en los hechos. Por lo menos dos de los Senadores que 
estamos en Sala tenemos un poco de práctica en la materia. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Entiendo que haya visiones diferentes al respecto; es legítimo y sano 
que las haya, pero reitero mis conceptos previos. 


El otro aspecto planteado por el señor Senador Abreu refería al tema de la opción para 
declarar el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas como núcleo familiar. 


Con respecto a este tema, quisiera decir que este proyecto de ley prevé que el Poder 
Ejecutivo proponga una alternativa, incluyendo la opción referida, en un plazo determinado. Lo que sí 
está claro es que, desde el punto de vista operativo, es necesario tener algún tiempo para ver el nuevo 
sistema operando, para poder estimar los parámetros adecuados y para facilitar la posibilidad de esa 
opción. Los parámetros en términos de franjas y tasas no pueden ser los mismos cuando se concibe, 
obligatoriamente, la declaración a título individual, que cuando se da la opción en términos de núcleo 
familiar porque, seguramente, la gente se va a inclinar por la opción que menos impuestos implique y, 
por lo tanto, el Estado tiene que estar en condiciones de evaluar cuánto es la pérdida. No vamos a 
estar en condiciones de evaluar cuánto es la pérdida hasta que el sistema funcione durante un tiempo. 
Sí existe en la ley el compromiso de conformar un nuevo esquema de parámetros que prevea la opción 
para declarar el impuesto por núcleo familiar en un plazo determinado, una vez que haya recorrido la 
suficiente experiencia que nos permita hacer mejores estimaciones para elaborar los nuevos 
parámetros. 


Quiero hacer una aclaración con respecto a la recaudación global del Impuesto a la Renta de 
las Personas Físicas. Las estimaciones, con los cambios introducidos al proyecto en la Cámara de 
Representantes, indican que el nivel global del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas estaría 
recaudando aproximadamente el 2% del Producto, incluyendo rentas del trabajo y del capital. 
Actualmente -no me estoy refiriendo al año 2005- la recaudación por dicho Impuesto está en el 
entorno del 1,3% del Producto, dada la mayor formalización, el aumento salarial y el impacto de los 
Consejos de Salarios. Son cifras que se pueden verificar con los datos actualizados de la Dirección 
General Impositiva. 


(Interrupciones) 


Con respecto al tema del ahorro, creo que son válidas también las reflexiones que hicimos 
acerca de los estímulos a la inversión y demás; pero desde una perspectiva más micro, es decir, desde 
un punto de vista más familiar -como lo planteaba el señor Senador Abreu- hay que tener en cuenta 
que, efectivamente, hay un tramo de las familias que ahorran que van a pagar un poco más en 
términos de Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, pero también se verán beneficiados por la 
reducción de los impuestos al consumo, y no me refiero sólo a la reducción del IVA, sino también a la 
eliminación del COFIS. 


Evidentemente, en la medida en que todo el esquema de incentivos para la inversión mejore, 
también habrá más incentivos para el ahorro. A su vez, en lo que refiere a otros mecanismos, como 
puede ser el ahorro a nivel de depósitos bancarios, realmente no creemos que la incorporación del 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas afecte las decisiones de colocación de depósitos en el 
país, por diversas razones. 


A continuación, voy a ceder el uso de la palabra al contador Eibe, quien se referirá al tema de 
la legalidad tributaria. 


SEÑOR EIBE.- Brevemente, quiero decir que en nuestra Constitución, a diferencia de otras, el tema de 
la aplicación del principio de reserva de ley no está expresado en forma tan meridianamente clara y, 
más bien, ha sido objeto de muy buenas elaboraciones doctrinarias, particularmente del maestro 
Valdés Costa. 


Sin embargo, también es cierto que, a nuestro entender, este proyecto de ley es 
absolutamente consistente con la interpretación que las distintas legislaturas han realizado de la 
aplicación del mencionado principio. Incluso, si la Comisión lo requiriera, podríamos traer 
numerosísimos ejemplos, de las últimas cinco legislaturas, de disposiciones que tienen un alcance 
similar a lo que hoy estamos planteando. 


SEÑOR ABREU.- Si se traen a colación las cinco legislaturas, que también se tengan en cuenta las 
opiniones que, en la misma orientación de ahora, vertimos en algún momento quienes fuimos 
Senadores, para que se vea que no ha habido un cambio de posición de nuestra parte. 


Aquí hay algo muy importante, que es la opinión muy fuerte del Colegio de Abogados, 
agrupación que representa a quienes están formados en esta disciplina. Entonces, este ya no es un 
tema de antecedentes legislativos, sino de quienes integran la educación universitaria y que serán 
recibidos en su momento. Ellos tienen una opción muy fuerte y definida en contra de este tema. Por 
eso lo hemos planteado. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: teniendo en cuenta la hora que es, pensamos que 
podríamos finalizar la reunión de hoy, habida cuenta de que, además, el equipo económico tendrá 
oportunidad de hacerse presente una vez más en este ámbito, en función del planteamiento de 
convocar al señor Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa recuerda que la idea era recibir hoy todos los planteos que se quiera 
hacer sobre el tema. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Y que le vamos a plantear al señor Ministro de Economía y Finanzas cuando 
venga? 


SEÑOR NICOLINI.- Perdón, señor Senador, pero el equipo económico está totalmente representado y 
la Comisión tiene quórum suficiente como para seguir sesionando. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Está el señor Subsecretario. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto que esta sesión ha sido extensa; el equipo económico está 
totalmente representado con quienes hoy nos visitan y hay quórum para seguir sesionando. De modo 
que solicitaría a los señores Senadores que no nos quedáramos con una intervención pendiente, lo 
cual configura un estatus complejo en las instancias posteriores en el tratamiento de este proyecto de 
ley. 


(Dialogados) 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: aquí no se trata del estatus de la Comisión; el señor 
Senador Rubio hoy temprano dijo que había que poner un límite temporal a esta reunión. Habida 
cuenta -como sabe el señor Presidente- que el Partido Nacional ha hecho un planteo en el sentido de 
solicitar la comparecencia del Ministro Astori, y no del señor Ministro interino, entendemos que queda 
una instancia más para dialogar con el equipo económico, en la cual descartamos que la Presidencia 
de la Comisión habilitará la posibilidad de que podamos hacer preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una precisión, porque son cosas parecidas pero no idénticas. 
Como dije al comienzo de la sesión, por expresa instrucción del señor Ministro Astori, hoy está 
presente una delegación del equipo económico del Ministerio de Economía y Finanzas, encabezada 
por el señor Ministro interino Bergara, para abordar el tema de la reforma tributaria. Luego el señor 
Senador Abreu nos solicitó, en nombre del Partido Nacional, que consultáramos al Ministro Astori sobre 
la posibilidad de que compareciera a esta Comisión. Esa consulta todavía no la hemos hecho por 
razones obvias; podríamos haberlo llamado por teléfono, pero consideramos que no era tan relevante 
hacerlo en momentos en que el Ministro se encuentra en una misión tan importante como la que está 
cumpliendo en Washington. De modo que nos vamos a comunicar con él a su regreso, pero la 
respuesta está sujeta a lo que disponga el Ministro Astori sobre el tema. 


Entonces, no sería bueno terminar ahora la sesión; podríamos votar -o no; en los hechos, es 
lo mismo- que se levante la sesión después que el señor Senador Larrañaga termine de hacer su 
exposición. Esto es distinto a que hubiéramos acordado tácita o implícitamente que el señor Senador 
Larrañaga hoy no hace uso de la palabra para realizarlo en una próxima ocasión. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Me parece bien que el señor Ministro de Economía y Finanzas le dé 
instrucciones al Poder Ejecutivo, pero no puede hacerlo respecto a los miembros de esta Comisión; le 
podrá dar instrucciones al señor Presidente de la Comisión, pero no a nosotros. El Partido Nacional ha 
pedido la presencia del señor Ministro de Economía y Finanzas; entonces, descartamos que va a haber 
otra oportunidad para dialogar. Si se quiere, continuamos sesionando ahora, pero no son válidas las 
indicaciones de la Presidencia de la Comisión con respecto a presuntas instrucciones que ha dado el 
Ministro Astori; son válidas para la fuerza política que gobierna, pero no para el Partido Nacional. 


(Dialogados) 


SEÑOR ABREU.- Creo que siendo las 14 horas y existiendo la instancia de poder reunirnos 
nuevamente con el equipo económico y el señor Ministro, podríamos levantar la sesión, ya que todos 
tenemos distintos compromisos. En la próxima reunión continuaríamos con las preguntas y en el 
interregno realizaríamos las audiencias solicitadas dentro de los plazos que se manejan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaba anotado el señor Senador Larrañaga y tiene todo el derecho de no 
hacer uso de la palabra, como es una práctica corriente, pero no es lo mismo decir que la sesión de 
hoy se levanta. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quiero preguntarle a la Presidencia de la Comisión si hay disposición del 
Poder Ejecutivo de que venga a esta Comisión el Ministro de Economía y Finanzas, el contador Danilo 
Astori ¿Sí o no? Lo pregunto una vez más porque al Presidente se le ha encomendado una tarea y 
queremos saber. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que voy a contestar es lo que dije hace un momento, aunque creí haber 
sido claro. 


Cuando en esta Comisión se decidió comenzar a tratar el proyecto de reforma tributaria, con 
el acuerdo de todos sus integrantes, se resolvió convocar al equipo económico. Como la sesión del día 
de hoy se realizaba cuando el Ministro de Economía y Finanzas, contador Astori, no se encontraba en 
el país, hicimos las consultas al Ministro en presencia de los tres integrantes del equipo económico 
para ver si él entendía que había que esperar su regreso o si se realizaba la sesión hoy. El Ministro 
contestó que era bueno que se realizara ahora y que el Subsecretario Bergara, que encabeza el equipo 
económico, en estos momentos está asumiendo la función de Ministro interino mientras que el Ministro 
Astori se encuentra en el exterior. Por tanto, esta es la reunión a la que el equipo económico ha sido 
citado. 


Luego de realizada la convocatoria, el señor Senador Abreu, en nombre del Partido Nacional 
nos informó que tenían interés en que viniera el Ministro Astori a su regreso y, por tanto, voy a hacer 
todas las consultas del caso para resolver el planteo del señor Senador. Por ahora no he hecho las 
consultas y, por tanto, todavía no estoy en condiciones de responder a la pregunta que formula el señor 
Senador Larrañaga. Eso lo sabremos luego de consultado al Ministro Astori, quien resolverá si luego de 
esta exposición, es conveniente o necesario comparecer ante la Comisión. En consecuencia, no estoy 
en condiciones de afirmarlo ni de negarlo. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Entonces, señor Presidente, voy a proceder a realizar las preguntas. 


Queremos saber a cuánto asciende la presión tributaria, en términos porcentuales y de 
crecimiento para el sector agropecuario. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- No tenemos con nosotros las cifras concretas, pero con gusto 
podemos hacer llegar, a la brevedad posible, las estimaciones al señor Senador y a la Comisión. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- También quisiera preguntar al equipo económico sobre los cuestionamientos 
que realizara el Colegio de Abogados sobre ¡legalidades del texto en examen. Nos parece que es 
necesario que se suministre a esta Comisión, las respuestas que tiene el equipo económico con 
relación a este tema. También importa preguntar cuál es el motivo de establecer numerosas normas 
que, a nuestro juicio, violan el principio fundamental de legalidad consagrado por el artículo 2* del 
Código Tributario y en la propia Constitución nacional. Basta con mencionar lo relativo a la tributación 
agropecuaria que, en muchos casos, estará sujeta a lo que determine el Poder Ejecutivo, vía decreto, 
dado que se establece que al superar cierto monto de ingresos, número de hectáreas, etcétera, se 
deberá tributar preceptivamente el IRAE y no se puede optar por el IMEBA. ¿Por qué no se establece 
esto en el proyecto de ley? Este es un elemento fundamental del hecho generador del impuesto y 
debería estar incorporado en la normativa jurídica. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Ya hemos hecho referencia a este punto, a propósito de las 
inquietudes de los señores Senadores Abreu y Alfie. Por su parte, el señor Senador Larrañaga refiere a 
eventuales ilegalidades e inconstitucionalidades. Entendemos que el tema de las ¡legalidades queda 
resuelto por la vía del hecho de que aquí se va a aprobar una nueva ley. En cuanto a las 
inconstitucionalidades, entendemos que no las hay y, en ese sentido, me remito a la respuesta dada 
por el contador Eibe, frente a las referencias sobre el tema que realizó el señor Senador Abreu. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: la ilegalidad no se subsana por la aprobación de este 
proyecto de ley, sino que se produce por el abuso de las delegaciones que éste traslada al Poder 
Ejecutivo. A nuestro juicio, éstas son ¡legales e inconstitucionales. Precisamente, queremos saber a 
qué obedece este amplio campo de delegación que se prevé en la iniciativa a examen, en nuestra 
opinión contrariando claros principios en la materia. Por supuesto que damos por descontado que las 
inconstitucionalidades tendrán que tramitarse ante la Suprema Corte de Justicia, pero las ilegalidades 
se verifican en las delegaciones que se hacen, sustituyendo al Parlamento, en beneficio del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Estamos volviendo al mismo punto. Nosotros entendemos que las 
cosas que quedan libradas a la reglamentación son, en general, de carácter paramétrico y, por lo tanto, 
no sustentan la idea de que aquí haya algún tipo de inconstitucionalidad. De todos modos, solicitaría al 
contador Eibe que aclare más este punto. 


SEÑOR EIBE.- Con respecto a las reflexiones del señor Senador Larrañaga, creo que el tema se 
plantea en dos niveles sustancialmente distintos. Obviamente, una ley puede modificar otra anterior, 
del mismo modo que la delegación atribuida por una ley puede ser modificada por otra establecida en 
una norma posterior. Naturalmente, en ese caso no puede hablarse de ilegalidad porque, en realidad, 
una ley no puede ser ilegal. Lo que sí se puede plantear es que esa ley violente algún principio 
constitucional, en cuyo caso, eventualmente, habrá que interponer un recurso de inconstitucionalidad. 


Nosotros sostenemos que en virtud de las disposiciones que establece la Constitución de la 
República y de la interpretación que han dado las diversas legislaturas con respecto al alcance del 
principio de la reserva de ley que, de acuerdo con la doctrina, está implícito en nuestra Carta, este 
proyecto tiene consistencia con la interpretación que ha hecho el Legislador a lo largo, por lo menos, 
de las últimas cinco legislaturas. Reconocemos que no es una tesitura única; el señor Senador Abreu, 
que ha tenido una dilatada trayectoria parlamentaria, ha dejado constancia de que tiene una posición 
distinta que no ha resultado mayoritaria, al menos, en las últimas cinco legislaturas. 


SEÑOR ALFIE.- Quiero decir que no comparto que las discrecionalidades del Poder Ejecutivo en este 
proyecto sean consistentes con las que tenía antes. La Constitución claramente reserva la materia 
impositiva al Poder Legislativo; es decir, que a éste le corresponde determinar los impuestos, su base 
de cálculo y su tasa. En todos los casos anteriores, únicamente quedaban liberalidades al arbitrio del 
Poder Ejecutivo: una fijación máxima de base de cálculo -o sea, una tasa máxima- y la potestad para 
poder bajar o eliminar algunos impuestos. Esto quiere decir que el Parlamento da determinada opción 
máxima y le permite al Poder Ejecutivo bajarlos, aunque después que lo hace, no los puede volver a 
subir. 


Más aún, con respecto a parámetros de actualización como, por ejemplo, los de los bienes 
rurales, la ley reservó, luego de una discusión, hasta qué índice y cómo se calcula dicho índice de la 
actualización de bienes rurales para determinados impuestos. Lo mismo ocurre con el cálculo del 
impuesto por inflación, etcétera. Lo que la ley nunca permitió -por lo menos no recuerdo que lo haya 
permitido, y menos en este grado- es que el Poder Ejecutivo pueda determinar si se paga el impuesto 
A o el impuesto B, según la base de ingresos que él disponga. Eso es lo que tiene carácter 
inconstitucional, es decir, dejar librados el impuesto A o el impuesto B, según un límite arbitrario que 
ponga el Poder Ejecutivo o, por lo menos, un límite máximo. Y tampoco dejó el tema de tasas, con 
respecto al cual uno no sabe cuál es la tasa efectiva que va a pagar. Admito que hay un caso que es 
bien dudoso por su forma de cálculo, que es el de los cigarrillos, pero es el único que resulta dudoso, 
porque en todos los casos de impuesto específico estaríamos bajo el arbitrio que mencioné. Reitero 
que el caso de los cigarrillos es dudoso y no es bueno que lo sea. De todas maneras, se aplicó de 
determinada forma, que actúa siempre igual. 


SEÑOR EIBE.- Naturalmente, estos son temas que pueden resultar extremadamente opinables. El 
señor Senador Alfie hacía referencia -porque evidentemente las recuerda- a normas aprobadas en la 
Administración anterior. Concretamente, mencionaba la determinación de la base imponible por unidad 
específica física que está prevista para el IMESI, con respecto a la que el Poder Ejecutivo tiene la más 
amplia libertad para disponer la base imponible que se le ocurra. Asimismo, mencionaba las tasas 
máximas del IMESI, la disminución o eliminación del Impuesto a las Retribuciones Personales y la línea 
argumental de que si es en favor de la rebaja, entonces no es inconstitucional, pero si se establece 
como un límite, sí lo es. Toda esta línea argumental, a mi juicio, es interesante, pero contradictoria en sí 
misma, porque en el fondo si de lo que estamos hablando es de la reserva de ley, en términos de los 
aspectos estructurales del hecho generador de la base imponible y de las alícuotas -que es de lo que 
estamos hablando- sería tan inconstitucional subirlas como bajarlas, y sería inconstitucional poner una 
tasa más elevada o más baja, porque la constitucionalidad no radica en la magnitud, sino en el propio 
hecho de transgredir ese principio de reserva de ley que hace referencia a los aspectos fundamentales 
de su generador. De todas maneras, me comprometo a analizar este punto. 


SEÑOR ALFIE.- La iniciativa sobre impuestos es privativa del Poder Ejecutivo. 


(Dialogados) 


De todas maneras, cuando el Poder Legislativo le dice al Poder Ejecutivo que puede cobrar 
hasta una determinada cantidad, es lo mismo que ocurre con las autorizaciones para gastar en el 
Presupuesto, que son autorizaciones máximas y, en este caso, son impuestos máximos. Cuando el 
Poder Legislativo le dice al Poder Ejecutivo que tiene una tasa máxima, y en especial le dice “y usted 
reduce la tasa” -como ya pasó- “y usted no la puede subir”, es claro que no hay una delegación, más 
allá de sus atribuciones. En este caso, la delegación es que el Poder Ejecutivo puede crear impuestos 
sin ser aprobados, porque poner un límite, en el fondo, es poder crear un impuesto sin ser aprobado. 


SEÑOR EIBE.- Con todo respeto, creo que acá no estamos hablando de crear impuestos porque ya 
están absoluta y claramente creados y se han definidos prácticamente todos los aspectos del hecho 
generador, tanto lo subjetivo como lo objetivo, el material, espacial y temporal. En definitiva, se trata de 
establecer determinados criterios de inclusión objetiva vinculados a determinada capacidad económica. 


Además, en el caso de la discrecionalidad que existe para la fijación de las alícuotas -tema 
que ha sido cuestionado por la doctrina y que ha sido objeto de diversas discusiones- en el caso del 
IMESI en particular, se pueden subir y bajar, y una vez que se baja, se pueden volver a subir sin ningún 
tipo de problema; lo hace el Poder Ejecutivo y nadie ha cuestionado la constitucionalidad de esa ley. 
Esto no sólo se aplica en el IMESI, sino desde el IMECO que viene de la época de la reforma que hizo 
el ingeniero Végh Villegas. O sea que viene de tiempos inmemoriales y no hay ningún tipo de 
cuestionamiento. Reitero, sé que es una materia polémica, entre otras cosas porque nuestro 
ordenamiento constitucional no es explícito y claro como el de otros países donde se establece con 
toda precisión cuáles son las materias que están reservadas a la ley y cuáles no. Entonces, a partir de 
una definición genérica, ha habido grandes construcciones a nivel doctrinario y lo concreto, lo práctico 
es lo que ha aprobado el Poder Legislativo en las distintas instancias parlamentarias en los últimos 25 
años. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- La discusión no es fácil. El señor economista hace esfuerzos denodados para 
explicar el tema desde el punto de vista jurídico, pero realmente creo que no lo logra. Tengo 
discrepancias de fondo y de forma con respecto a la legalidad y a la constitucionalidad de algunas 
disposiciones de este proyecto de ley. 


Me gustaría que si fuera posible, el Poder Ejecutivo nos alcanzara la información jurídica que 
seguramente debe haberse dispuesto para contestar las argumentaciones que se han dado sobre 
ilegalidades e inconstitucionalidades, siempre que esos estudios hayan sido dispuestos dentro del 
equipo económico. 


A continuación voy a hacer algunas preguntas concretas. ¿Qué se va a hacer con los 
recursos que ahorran las empresas estatales por la rebaja de la tasa de la renta del 30% al 25% y la 
rebaja de los aportes al Banco de Previsión Social, al 7,5%? ¿Cuánto significa esto para las empresas 
públicas? ¿Este abatimiento está dentro de las estimaciones de la reforma tributaria, de acuerdo con lo 
que discutimos al inicio de la sesión? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- La respuesta está en cómo esto va a procesarse en el marco de la 
discusión que tuvimos al inicio de la sesión. La intención es trasladar a los precios de las tarifas de los 
servicios públicos las reducciones de costos asociadas a la reducción de aportes patronales y de 
impuestos diversos, como por ejemplo, el de la Renta, eventualmente el Impuesto a la Compra de 
Moneda Extranjera, etcétera, con la gradualidad que lo permita la respuesta en materia de ingresos 
fiscales que tenga el nuevo sistema tributario. O sea que, en cuanto a cómo esto se va a utilizar, la idea 
es transferir gradualmente, en la medida en que se mantengan garantizados los niveles de recaudación 
global, la mejora en costos de las empresas públicas, a sus tarifas. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Y eso cuánto representa? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO- La información que tenemos del Banco de Previsión Social con 
respecto a los aportes patronales de las empresas públicas, es que rondaba en los U$S 37:000.000 
anuales. Eso sería el pasaje al 7,5%. Hay diversas situaciones, porque no todas las empresas pagan la 
misma tasa. El caso más notorio es el de ANTEL que, creo, paga 26,5%. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quiero tener clara la cifra dicha por el señor Ministro interino: ¿son 
U$S 37:000.000 de diferencia entre el régimen vigente y el proyectado? ¿Esto es lo que representa 
anualmente para las empresas públicas? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Por otra parte, me gustaría saber cuánto se va a recaudar de IVA a los 
préstamos sociales del Banco de la República, los de ANDA y los de diferentes cooperativas. ¿Cuál es 
la razón de aplicación de este régimen a este tipo de préstamos? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Las estimaciones preliminares con respecto a los intereses de los 
préstamos sociales del Banco de la República estarían en el entorno de los U$S 18:000.000. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Eso representa el IVA a los préstamos sociales? 
SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Representa los préstamos sociales del Banco de la República. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Más los de ANDA y los de las cooperativas? 


SEÑOR EIBE.- Los U$S 18:000.000 corresponden al Banco de la República y 23,8% representan los 
intereses de todos los préstamos, no sólo los sociales, que realizan las cooperativas de ahorro y 
crédito. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quisiera una valoración del equipo económico con respecto a la transferencia 
de recursos que la reforma involucra desde las personas físicas, el agro y la industria, 
fundamentalmente, al sector comercio y servicios, como también a las propias empresas públicas. 
¿Cuál es la valoración que se ha hecho por parte del equipo económico para, precisamente, poner el 
acento en lo medular -lo que significa como reflexión general- de esta reforma? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- La reforma involucra múltiples cruzamientos y modificaciones que 
afectan de manera diferencial a los distintos sectores de la economía y a las familias, en términos del 
análisis de cómo la carga tributaria se redistribuye, a partir de la reforma tributaria, a nivel de estas 
últimas. Han sido públicos los análisis en términos de equidad que el Gobierno ha planteado a partir de 
la reforma, incluso con las modificaciones previstas en la Cámara de Representantes, de manera de 
mostrar que hay una carga tributaria levemente mayor para las familias que integran el último decil -con 
los ingresos más altos de la sociedad- y que se ven favorecidos los seis o siete primeros deciles, es 
decir, los sectores de la sociedad con menores ingresos. 


Hay múltiples cuadros de análisis del impacto, que obviamente difieren en algunos aspectos 
de los que presentaba el señor Senador Alfie, pero que están a disposición; incluso están en las 
presentaciones públicas que ha hecho el Ministerio y en la exposición del señor Ministro en ocasión de 
la interpelación que se le realizó en la Cámara de Representantes, y además figuran en la página web 
del Ministerio, pero con gusto se los podemos acercar. Son varios cuadros que muestran, por distintos 
indicadores, esta misma conclusión: que en términos de la distribución de la carga tributaria en función 
del nivel de ingresos de las familias, la reforma le está pidiendo un esfuerzo levemente mayor a un 
grupo pequeño de uruguayos que están en mejores condiciones económicas, y favorece a la mayoría 
de la población, que tiene hoy menores ingresos. 


Con respecto a temas sectoriales, obviamente hay una lógica general -aunque de difícil 
estimación- de apuntar, como decíamos al principio, a una mayor homogeneización del tratamiento 
tributario para los distintos sectores, en primer lugar por la concepción de que cada vez es más difícil 
saber dónde empieza y dónde termina cada sector de actividad. Aun así, hay estudios hechos a nivel 
privado sobre cómo impactaría la reforma tributaria en diversos sectores. Por ejemplo, el área de 
estudios económicos -no sé exactamente el nombre- de la propia Cámara de Industrias ha hecho un 
análisis cuyo resultado principal es que, promedialmente, a nivel de la industria, el impacto conjunto de 
todos los factores que se involucran en la reforma tributaria es muy cercano a la neutralidad; hay un 


aumento levísimo, que además está compensado por aspectos que ellos mismos explicitan que no 
pueden tomar en cuenta porque no pueden cuantificar. Por lo tanto, no vemos que haya un impacto 
significativo desde ese punto de vista en el sector industrial, por ejemplo. 


Además recordamos que buena parte de las exoneraciones relevantes que tienen hoy el agro 
y la industria no eran fruto de un sistema tributario o de una situación de la que gozaran estos sectores 
en el largo plazo, sino que fueron medidas tomadas en el marco del período de crisis que vivió la 
economía uruguaya en los años 2001 y 2002. Por otra parte, me corregirá el señor Senador Alfie, que 
en su momento estaba, obviamente, más involucrado en este aspecto, pero la contracara de la 
exoneración de aportes patronales a la seguridad social del agro y la industria fue la creación del 
COFIS, que por algo grava a los bienes y no a los servicios. 


SEÑOR ALFIE.- La exoneración de aportes patronales, es decir, la baja del costo laboral de los 
sectores de bienes transables, es una política que comenzó a aplicarse en el año 1995, cuando se le 
redujo a la industria la mitad de la aportación. Sé que en el agro se empezó a reducir en 1998 ó 1999 - 
creo que el proceso culminó en el año 2000- y es posible que en la industria el proceso haya finalizado 
en el año 2002; no lo recuerdo exactamente. Básicamente, el COFIS vino a compensar, en parte, el 
transporte de carga y una deducción adicional para la industria que, en vez de pagar el 5% de aporte 
patronal de DISSE, paga un 2,5%. Esta fue una política de largo plazo, que se está dando también a 
nivel mundial; basta ver lo que está haciendo Alemania, que está subiendo el IVA tres puntos para bajar 
los aportes a la seguridad social. 


El tema es el siguiente. Es cierto que es mejor bajar a todos en forma pareja, pero si hay que 
elegir, es mejor privilegiar la competitividad; entonces, se bajaba donde claramente se competía con el 
resto del mundo. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Voy a realizar tres reflexiones a partir de esta intervención. 


En primer lugar, sería bueno, ya que tomamos el ejemplo de Alemania, que el señor Senador 
Alfie nos describiera cómo es el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas en aquel país. 


SEÑOR ALFIE.- Cambian los ingresos. 
SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Eso demuestra que estas comparaciones no son relevantes. 


En segundo término, coincidimos con la necesidad de reducir la carga tributaria al empleo. 
En esa lógica con la que el propio señor Senador Alfie manifestó que coincidía en cuanto a que había 
que reducir a todos, la unificación de aportes no se hace al nivel de los aportes originales, al 12,5%, 
sino al nivel del 7,5%. Reitero que del análisis que podríamos hacer comparando las cargas tributarias, 
por ejemplo, con el sector industrial, antes de la exoneración de aportes en ese momento, se 
desprende que la carga tributaria que emerge de la reforma tributaria es menor en el sector industrial 
que la que tenía en 2001. 


En cuanto a la competitividad internacional -tema que, si bien es lateral, fue planteado y al 
respecto queremos dejar sentado un elemento de discrepancia- desde nuestra perspectiva, cada vez 
más incluye servicios, tanto de exportación directa como de aquellos que están involucrados en la 
exportación de bienes. Por ejemplo, en el correr de este año probablemente vamos a tener más de 
U$S 1.200:000.000 de exportaciones de servicios y, obviamente, el grueso está vinculado a las 
actividades turísticas, pero también -y con montos no menores a los U$S 300:000.000- a actividades 
logísticas. Asimismo, y cada vez más, la carga de servicios está contenida en la propia exportación de 
bienes; por lo tanto, pensar que favorecer -o, en este caso, mejorar tributariamente- a los servicios no 
tiene un impacto sobre la competitividad, es un error, ya que también aquí está mejorando la 
competitividad por el componente de servicios que tienen los bienes que el Uruguay exporta. 


Volviendo al tema que nos convoca, reitero que los propios análisis de la Cámara de 
Industrias indican que la reforma tributaria ubica a los distintos sectores en condiciones muy parecidas 
a la situación emergente, en promedio, por supuesto, ya que después habrá variantes de industria a 


industria. Estas condiciones son sensiblemente mejores -es decir que la carga tributaria es menor- que 
las que la industria tenía en el año 2001 y hacia atrás. 


En cuanto al sector agropecuario, que en los últimos años tuvo exoneraciones y demás, con 
una carga tributaria mínima en la historia, no creemos que el impacto de la reforma sobre este sector 
implique problemas serios en materia de competitividad o de niveles de producción. Me refiero, por 
ejemplo, al tema de los aportes patronales, que si bien la forma de cálculo se definirá en la 
reglamentación, está establecido en el proyecto de ley que el criterio tiene que ser el de acercarse a la 
homogeneización de las cargas de aportes patronales al resto de los sectores. Por lo tanto, ese 
cómputo hecho en el sector agropecuario no implica una carga significativa y sí ayuda a la 
homogeneización intersectorial. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Si no recuerdo mal las cifras, el incremento de la presión tributaria en el sector 
agropecuario ascendería al entorno de los U$S 40:000.000. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- En este momento, no tenemos la cifra. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Es cierto; esa cifra quedó en ser suministrada, pero tengo entendido que está 
en ese entorno. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: creo que aquí hay una serie de cifras e informaciones cruzadas e 
incompletas. Quiero insistir con lo siguiente. Pienso que antes de reunirnos en la próxima oportunidad, 
cuando concurra el señor Ministro, podemos ajustar las informaciones, los datos de la página web y 
demás y terminar en un tiempo mucho menos extenso del que hemos ocupado hoy. De esa forma, 
cumpliríamos con todas las formalidades sin alterar el cronograma que pueda marcar la fuerza de 
Gobierno y culminaríamos con el tratamiento de este tema sin que queden en el aire algunas 
informaciones y cifras precisas que podrían ser intercambiadas en la próxima reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo entendimos, pero creo que la exposición del señor Senador Larrañaga ha 
sido lo suficientemente importante y documentada como para justificar que el paquete de información 
con que hoy va a contar el equipo económico para futuras instancias, se maneje en esta oportunidad y 
no quede para otra, generando algo así como un divorcio. 


SEÑOR RUBIO.- Esta ha sido una sesión un poco “sui generis”. Normalmente, cuando se toma un 
proyecto de ley, se hace una presentación general y se formulan preguntas relativas a él. Sin embargo, 
en este caso, pasamos de los aspectos generales a los concretos y muy específicos, lo que permite 
avanzar desde otro punto de vista, pero dilata mucho el desarrollo de la reunión. 


Entonces, si el señor Senador Larrañaga -lo planteo como sugerencia- tiene otras preguntas 
que formular, que suponen información cuantitativa precisa, podría acercarlas al equipo económico y a 
la Comisión. Así, toda esa información se incorporaría para hacer un cierre en otra instancia, luego de 
escuchar al señor Ministro Astori y a distintas organizaciones. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Si es así, formularíamos las preguntas en otra oportunidad. 


SEÑOR RUBIO.- Creo que se podrían formular las preguntas para que el equipo económico las tenga 
en cuenta y no quedar remitidos a otra instancia. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Junto al señor Senador Abreu podemos acercar las preguntas al equipo 
económico para que las contesten en una próxima comparecencia. Estoy intentado abrir otra instancia 
para poder seguir evacuando preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Son dos cosas distintas: una es que pueda haber otra instancia con el equipo 
económico finalizada la de hoy, y otra es que ésta quede inconclusa. 


(Dialogados) 


Para finalizar, el señor Senador Larrañaga puede redondear su pensamiento en los términos 
que desee. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- El señor Presidente no me puede indicar, y yo aceptar, que tengo que 
redondear. Le estoy diciendo que tenemos más preguntas para realizar y esperamos tener una nueva 
oportunidad para hacerlas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le dije que redondee su pensamiento en los términos que desee; no estoy 
diciendo nada extraño. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- No puedo aceptar que el señor Presidente me diga que tengo que redondear. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dije que redondeara en los términos que desee hacerlo. No tengo derecho ni 
deseo hacer nada que viole su libre albedrío de actuar como entienda conveniente. 


Por otro lado, lo que el señor Senador entienda prudente complementar se le puede enviar al 
equipo económico y a nosotros para incorporarlo en la versión taquigráfica del día de hoy. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Lo haré por el mecanismo que entienda conveniente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Lo haré a través de algunas preguntas que, con mucho gusto, le puedo 
acercar al equipo económico para una segunda instancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto. 


SEÑOR MICHELINI.- Podemos dejar esa segunda instancia para el próximo martes, dar una hora más 
al equipo económico y si hay otras delegaciones... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya está fijada la agenda y las delegaciones ya están convocadas. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que sería conveniente terminar con el equipo económico. Podríamos pedir 
a las delegaciones que vengan más tarde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, las delegaciones ya están convocadas. Si están todos de acuerdo, lo que 
podemos hacer es que, finalizadas las entrevistas, continuemos con el equipo económico. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Gran parte de la información manejada aquí quedó pendiente por lo 
que, si los señores Senadores lo desean, nos pueden hacen llegar las preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 44 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


